VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA VIGÉSIMA NOVENA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 19 DE AGOSTO DE 2015, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Muy buenas tardes Comisionada, comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 12 horas con 20 minutos del 19 de agosto de 2015, solicito a Mariano Fernández de Jáuregui y Rivas, encargado de despacho de la Secretaría Técnica, que proceda al pase de lista, con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Vigésima Novena Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto, a la cual se ha convocado.

Proceda, por favor, señor Secretario.
C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente.

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los siguientes comisionados ciudadanos: Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Elsa Bibiana Peralta Hernández, Luis Fernando Sánchez Nava y Alejandro Torres Rogelio.

Señor Presidente, le informo que existe el quórum legal requerido para sesionar, de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones del Pleno del Instituto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias, señor Secretario.

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión.

Comisionada y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta sesión. Es necesario indicar que el desarrollo de la misma será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno
Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura al Orden del Día.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Gracias.

I.
Lista de asistencia y verificación del quórum legal.

II.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día.

III.
Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Octava Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, celebrada el 12 de agosto del 2015.
IV.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 21 Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información pública.
V.
Asuntos Generales.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias, señor Secretario.
Está, Comisionada, comisionados, a su consideración el Orden del Día.
Tiene el uso de la palabra la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, maestro. Buenos días, buenos días Presidente, buenos días comisionados y buenos días a todos los que nos acompañan personalmente y vía internet.

Lo que se solicita es que están listados dos expedientes, el 667 y 670, acumulados, de la Delegación Iztapalapa y lo que se solicita es que sean retirados del Orden del Día por una cuestión de reponer el procedimiento, hasta el acuerdo de fecha 21 de mayo de 2015 para que se proceda a hacer una prevención que se requiere para poder atender mejor el recurso.

Eso es lo que se pone a su consideración para que se acuerde lo correspondiente.

Muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien.

Le pediría a nuestro Secretario Técnico que ponga a consideración el Orden del Día con la propuesta hecha por la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández, de bajar estos dos expedientes para que se retrotraiga el acto admisorio, que entiendo están acumulados, hay que desacumular y Jurídico pueda hacer lo pertinente, además previniendo al recurrente para tener certeza sobre el tema de los agravios.

Entonces, le pido al señor Secretario Técnico que ponga a consideración el Orden del Día.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Sí, señora Comisionada, señores comisionados, está a su consideración el Orden del Día con los argumentos y con lo que acaba de expresar el Comisionado Presidente.

Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo.
Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

El tercer punto del Orden del Día consiste en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Octava Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, celebrada el 12 de agosto.

Comisionada, comisionados, queda a su consideración el Proyecto de Acta, como ya tenemos un mecanismo ahí, precisamente, todas las observaciones o alguna cosa, se hacen llegar previamente a la Secretaría Técnica para que las pueda incorporar.
Si no hay observaciones, quienes estén de acuerdo con el Proyecto de Acta presentada, sírvanse por favor manifestarlo.
C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Se aprueba por unanimidad, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Continuamos con la presentación, discusión, y en su caso, aprobación de los Proyectos de Resolución de los Recursos de Revisión interpuestos ante este Instituto, en materia de solicitudes de acceso a la información pública.
De conformidad con el criterio establecido por el Pleno se procederá a la votación de los proyectos de resolución que han sido reservados, si tienen algún comentario hecho por algún Comisionado o Comisionada ciudadana de este instituto.

Y además solicito, con la aprobación de ustedes, para que el licenciado José Rico Espinosa, Director Jurídico y Desarrollo Normativo de este Instituto, proceda con la exposición correspondiente.

Muy buenos días licenciado José Rico Espinosa, sea usted bienvenido a este Pleno para, precisamente, iniciar con los recursos en materia de acceso a información pública reservados por algún integrante de este Pleno. Vamos a empezar con el 0703 del Partido de la Revolución Democrática, si nos hace favor.
C. JOSÉ RICO ESPINOSA, DIRECTOR JURÍDICO.- Muchas gracias, señor Presidente, señora y señores comisionados, con su venia.
El expediente es el identificado con la clave RR.SIP.0703/2015, el ente obligado Partido de la Revolución Democrática.
Solicitud: 1, currículum vitae del candidato o candidata a delegado en Gustavo A. Madero; 2, currículum vitae del candidato o candidata a diputado por el principio de mayoría relativa en Gustavo A. Madero; 3, currículum vitae del candidato a diputado o diputada por el principio de representación proporcional en Gustavo A. Madero.

Respuesta: en los archivos del Partido de la Revolución Democrática en el Distrito Federal no obra la información solicitada.

Recurso de revisión: el PRD no dio respuesta a la solicitud de información, dice: en los archivos del Partido de la Revolución Democrática en el Distrito Federal no obra la información solicitada, quien sí los tiene, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública los faculta para orientar y/o turnar en el supuesto de que ellos no tengan los datos, orientación que no recibí.

Ahora bien, considero que por obviedad y normatividad debieran tener datos, si no es así, no se declaró la inexistencia de información; el Comité de Transparencia no se pronunció al respecto, muy deficiente su respuesta, limitan mi derecho de acceso a la información y a emitir un voto en las próximas elecciones de manera informada.

Consideraciones del proyecto: del estudio hecho a las constancias del expediente se advierte, primeramente, que el ente obligado no entregó la información solicitada; posteriormente envió una respuesta complementaria en la que proporcionó la información relativa a los requerimientos de información identificados con los numerales 1 y 2; proporcionado el currículum del candidato a jefe delegacional en Gustavo A. Madero, así como currícula de cuatro candidatos a diputados locales por mayoría relativa en la citada demarcación.
Por lo que al revisar el marco geográfico que expide el IEDF para consulta, se puede apreciar en su página que, en el perímetro electoral que comprende la Delegación Gustavo A. Madero cuenta en su totalidad con cinco distritos electorales locales y el ente obligado únicamente mandó la información de cuatro candidatos que corresponden a cuatro distritos electorales; siendo omiso en proporcionar lo referente al Distrito VII y hacer pronunciamiento respecto al requerimiento 3 de la solicitud. Por lo que dicha respuesta fue desestimada.
Como se puede apreciar del estudio realizado, el ente obligado mediante respuesta primigenia transgredió a la recurrente su derecho de acceso a la información, ejercido a través de la solicitud que dio origen al presente medio de impugnación, consagrado en el Artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En tal virtud, el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de modificar el recurso, para que el ente obligado entregue los datos materia de los candidatos del interés de la particular.

Sería cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer la misma.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Es un recurso muy interesante porque aquí la orden que estamos dando es, creo yo, una interpretación de que el ente tuviera exactamente la obligación de proporcionar lo que se está pidiendo.

Sin embargo, realmente como hemos visto, inclusive con anterioridad, en realidad no la tiene, que en cuestión de candidaturas, por ejemplo, no hay un requisito de tener un currículum como tal, sino hay otra serie de requisitos, pero el documento así que conocemos como currículum, no existe.

Bien, quisiera hacer referencia a lo que señala el proyecto en su página 23 y cito: “de la normatividad anterior se desprende que no se señala que el aspirante deba cubrir cierta experiencia y entregar en su registro un currículum vitae o documento que demuestre cierta experiencia para el puesto a que se postula, —que es un poco lo que estoy comentando— determinaciones que robustecen la imposibilidad de que el ente pueda proporcionar la información solicitada; sin embargo, estaba en posibilidad de proporcionar al solicitante los datos biográficos de los candidatos mismos que fueron publicados en su portal de transparencia”.

Quiero hacer referencia y subrayar esto que acabo de leer: “sin embargo, estaba en posibilidad —decimos nosotros en el proyecto— de proporcionar al solicitante los datos biográficos de los candidatos mismos que fueron publicados en su portal de transparencia.

Lo anterior, se robustece en virtud de que el ente proporcionó a través del informe de ley, una respuesta complementaria en la que proporcionó parte de la información requerida como lo es el requerimiento 1, que es currículum vitae del candidato a jefe delegacional.

Requerimiento 2, copia simple del currículum vitae de la candidata a diputada por el principio de mayoría relativa del Distrito I, currículum vitae de la candidata a diputada local por el principio de mayoría relativa en el Distrito II; currículum vitae del candidato a diputado local por el principio de mayoría relativa del Distrito IV; currículum vitae del candidato a diputado local por el principio de mayoría relativa del Distrito VI.
Se advierte que pudiera estar en posibilidad de proporcionar la misma en el medio solicitado”, que era medio electrónico gratuito. Hasta aquí la cita.
Bueno, no obstante, no se hace referencia en ninguna otra parte del proyecto a la forma o medio por el cual este Instituto sabe o conoce que dicha información fue publicada en su portal, como acabo de señalar.

En ese sentido creo que es necesario que se verifique si efectivamente estuvo publicado o está publicado en el portal y entonces manifestarlo.

De lo contrario, deberá quitarse esa parte de la resolución, también creo que tendrá que ajustarse cuando señala que el ente proporcionó a través del informe de ley una respuesta complementaria, cuando lo correcto es que, entregó junto con el informe de ley una respuesta complementaria, puesto que puede dar lugar a una interpretación de que el informe de ley puede ser el medio para dar respuestas complementarias, lo cual hemos señalado que no es así, entonces, se necesita ajustar eso.

Ahora bien, para ser congruentes con los Recursos RR.SIP.0687/2015 y su acumulado RR.SIP.0742/2015 del Partido Acción Nacional y el RR.SIP.0692/2015 del Partido del Trabajo, que ya también resolvió este Pleno en sesión anterior, propongo que se modifique la orden para que realice la búsqueda, el ente realice la búsqueda de la información pendiente de entrega, relativa al candidato a diputado por el principio de mayoría relativa del Distrito Electoral VII y de los candidatos a diputados por el principio de representación proporcional, todos en Gustavo A. Madero, y de localizarla la entregue al particular; en caso contrario, haga las modificaciones a que haya lugar.

Sería mi propuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, usted tiene el uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sin duda que es un caso muy interesante, igual que los otros que ya mencionó el Comisionado Alejandro Torres, del Partido del Trabajo y del Partido Acción Nacional que recientemente, no recuerdo si la semana pasada o la antepasada, pero recién lo resolvimos.
Y hay una circunstancia que yo quisiera traer a colación que lo va a problematizar más porque si estamos con el tema de que la Ley General ya está vigente y eso lo hemos dicho en varias ocasiones, pues tenemos que el Artículo 76 de la Ley General de Transparencia dice: “Además de lo señalado en el Artículo 70 de la presente ley, los partidos políticos nacionales y locales, las agrupaciones políticas nacionales y las personas morales constituidas en Asociación Civil creadas por los ciudadanos que pretendan postular su candidatura independiente, según corresponda, deberán poner a disposición del público y actualizar la siguiente información”.

Es el Artículo 76 y la fracción VXII dice: “El currículo con fotografía reciente de todos los precandidatos y candidatos a cargos de elección popular, con el cargo al que se postula, el distrito electoral y la entidad federativa”.

Luego entonces, aquí la preocupación personal que yo tengo, pues obviamente que si el ciudadano se ampara ante esta resolución del InfoDF, pues obviamente los poderes correspondientes, el Poder Judicial en el amparo podrá, según su criterio, revocar la resolución que este Instituto ha dado a esa circunstancia, porque esta ley es vigente desde, como todos lo sabemos, desde el 4 de mayo y las elecciones fueron pues ahora el julio, junio, en junio, por lo tanto ya estaba vigente esta ley y los partidos tenían la obligación de publicar todos los currículums con fotografía, además de sus candidatos y precandidatos, no solamente candidatos sino precandidatos.

Pues bueno, ésa es la inquietud que yo tengo en ese sentido, y yo creo que en todo caso, más vale corregir no por guardar, no debemos sentir la necesidad de guardar congruencia con un error que ya cometimos, ya se cometió el error, pues no por congruencia lo vamos a seguir cometiendo, más vale corregir, más vale corregir y en ese sentido además, lo que yo veo es la voluntad del Partido de la Revolución Democrática, a diferencia de los otros dos casos, de dar la información que se está solicitando.
Lo único que sucedió es que faltó el currículum de un diputado, de uno de los cinco, pero de los otros cuatro diputados se entregó la información.

Y también en términos de técnica jurídica, pasando ya a otro punto, pues es un asunto complicado porque digamos que si actuamos en congruencia como hemos resuelto tendríamos que confirmar, confirmar la respuesta primigenia, pero el problema es que al no quedar con la respuesta primigenia y mandar una respuesta complementaria tenemos que ir al análisis de la complementaria, pero como la complementaria no satisface, no podemos modificar.

Es decir, en términos de técnica jurídica no podemos ya hacerle caso a la respuesta complementaria porque no satisfizo al 100 por ciento; entonces, no podemos modificar, tendíamos que revocar.

Pero en esta circunstancia existe otra alternativa, si revocamos, como ya se ha establecido un criterio en este Pleno, que fue propuesto por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio ya hace más de un año, que es que el ente respondió bien, respondió bien si tomamos en cuenta el criterio que hemos tenido con los otros partidos y por lo tanto, en todo caso, sería revocar, pero que no contara para efectos del índice de acceso a la información porque si el ente no hubiera mandado la respuesta complementaria hubiéramos confirmado su respuesta primigenia.

Entonces, existen, yo lo pongo en la mesa para su discusión estas dos alternativas. La primera que tendría como sustento que sí están obligados por ley y la segunda que tendríamos que, para seguir el criterio anterior, que revocar pero no contarlo para el índice de acceso a la información.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Alejandro Torres Rogelio, tiene usted el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Es bien importante lo que acaba de señalar el Comisionado David Mondragón, respecto de la Ley General y su vigencia, lo que es aplicable, es muy, muy importante porque lo que quiero comentar para este caso, me parece que es una de las excepciones puesto que esta normatividad, como se está construyendo y se está entrando en vigor de manera paulatina, ciertos dispositivos, va a llegar un momento en que sí ya es aplicable a todos y para todo lo que ahí establezca la legislación; sin embargo, estamos en el momento de transición por decirlo así.

Ahora bien, si bien va a ser o ya es exigible lo del currículum, como bien acaba de leer respecto del Artículo 76, si mal no recuerdo y no recuerdo la fracción, pero, lo que tiene que ver con el currículum, esto no era aplicable a las reglas del momento en que se abrió la convocatoria para el registro de aspirantes a candidaturas, las reglas en aquel momento eran otras, que tendrán que cambiar ahora a la luz de la Ley General, sí, pero en aquel momento y recordemos la Ley General se promulgó el 5 de mayo, la solicitud, por cierto, fue del 7, pudiera haber aplicado; sin embargo, se refiere a un proceso previo a la promulgación de la Ley General, por lo tanto no le era aplicable este requisito de entregar un currículum con fotografía y todas las demás características que establece la ley.

Entonces, como las reglas para quien aspiraba a una candidatura en aquel momento, de acuerdo con el Código Electoral local, no era exigible el currículum, no se le puede exigir al ente que lo entregue, que lo tenga y que lo entregue, sino que como se ha visto, bueno, finalmente en su primera respuesta fue: no lo tengo; sin embargo, hay después una respuesta complementaria en la cual además en un acto de querer entregar la información, de apertura informativa, así lo quiero interpretar, pues supongo, hace las gestiones ante quienes fueron aspirantes en ese momento para obtener los documentos y se lo entrega. Ciertamente de cinco sólo entrega cuatro, pero no perdamos de vista en todo momento que no eran exigibles.
Ahora bien, hace la gestión, las obtiene, entrega cuatro de cinco, no sabemos las circunstancias por las cuales no pudo entregar la del quinto candidato por decirlo así, la del Distrito VII, podría ser que la persona no accedió o no fue localizable, no lo sabemos, o no lo quiso entregar y si no lo quiere entregar no va a haber manera de obligarlo porque no era exigible, insisto.

Entonces, por ello es que creo que mi propuesta puede transitar, si ustedes la consideran así conveniente, de que finalmente pueda realizar la búsqueda de la información pendiente de entregar relativa al candidato a diputado por el principio de mayoría relativa del Distrito Electoral VII y de los candidatos a diputados por el principio de representación proporcional, todos en Gustavo A. Madero y de localizarla la entregue al particular; en caso contrario, pues hacer las manifestaciones a que haya lugar en los términos en que me he permitido exponer, solamente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava e inmediatamente el Comisionado…

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Es loable, digamos, y ya es deseoso que quisiéramos aplicar el tema de la Ley General.

La Ley General viene, en los transitorios aplica para los locales, para los institutos locales que tienen que ajustar las leyes locales a la General y nos da un plazo de un año y una vez hecho eso, entonces, sí ya es aplicable el tema de la Ley General y todo porque entonces lo vamos a amarrar.

Digamos, nuestra ley madre, digamos, es la Ley de Transparencia local, una vez publicado, seguramente antes del 5 de febrero del 2016, entonces, ya podemos, podemos, de mayo, podemos agarrar el tema, este órgano colegiado ya puede mandatar, ahorita puedo poner como ejemplo el tema de la segunda instancia.

Hoy ya lo dice la Ley General, entonces, por qué no podríamos aplicarlo, ¿verdad? Precisamente porque está ese lapso para la implementación, ajustes a la ley local y una vez hechos esos ajustes a la ley local ya podemos agarrar la ley local y la General, digamos, pero para que nosotros nos podamos ajustar y puedan entrar en vigor esas nuevas normatividades en tema de Ley de Transparencia y ésa nada más era, porque pueden surgir posteriores dudas, digamos e inquietudes en los próximos recursos y habría que aclararlo.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, aquí en los transitorios, se dice: primero, la presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación; segundo, queda derogada cualquier disposición que contravenga los principios, bases, procedimientos y derechos reconocidos en la presente ley, sin perjuicio de lo previsto en los siguientes transitorios.

O sea, ésos son los dos artículos, digamos, que han suscitado la duda, no solamente en este recurso, en este momento, en este Instituto, sino a nivel nacional, en todos los institutos y por parte de muchas organizaciones de la sociedad civil y se ha tratado este tema.

Quiero señalar que respecto de la información de oficio que aquí en este caso sería información de oficio, el propio transitorio octavo, dice, en tanto entren, el segundo párrafo del octavo, dice: “En tanto entren en vigor los lineamientos que se refieren en el párrafo siguiente, los sujetos obligados deberán mantener y actualizar en sus respectivas páginas de internet la información conforme a lo dispuesto en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a La Información Pública Gubernamental y las leyes de transparencia de las entidades federativas vigentes”.
En ese sentido estoy concediendo la razón de que hemos resuelto bien y de que en este sentido se está resolviendo bien, pero es una circunstancia que vale la pena traer a colación porque nada más se refiere a la información de oficio y yo quisiera llamar la atención del Jurídico en ese sentido, que cuando se trate de recursos de revisión que tenga que ver con información de oficio, efectivamente la ley, el octavo transitorio nos está diciendo que hasta en tanto no se aprueben las leyes locales sigue, bueno, realmente no es cuando se aprueben las leyes locales, esto tiene que suceder cuando el Presidente del Consejo Nacional, en un periodo que no podrá exceder de un año a partir de la entrada en vigor del presente decreto, deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación el acuerdo mediante el cual el sistema nacional aprueba los lineamientos que regularan la forma, términos y plazos en que los sujetos obligados deberán cumplir con las obligaciones de transparencia, a que se refieren los capítulos I al V del título quinto de la presente ley.
Entonces, yo creo que sí debemos de tener en consideración la Ley General para nuestro análisis de los recursos de revisión cuando no se trate de información pública de oficio.

Creo que sí debemos ya de entrar en esa dinámica, internalizar ya, empezar a internalizar la Ley General, puesto que lo que se establece aquí es el mínimo, es el piso, nosotros podemos ir más allá en el proyecto de ley que ya estamos trabajando, pero en este lapso de aquí a que tengamos una ley local aprobada, pues se tomen en consideración las disposiciones de la Ley General para que no tengamos alguna preocupación respecto de un amparo en el que el Poder Judicial resolvería en contra de la resolución de este Pleno, creo que es algo que debemos de cuidar y ser muy meticulosos y responsables con esa parte.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, Comisionado.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sin embargo, siendo así entonces yo reiteraría mi propuesta del criterio que se ha establecido, de que si como respondió bien en la primera, con ese criterio que ya estamos adoptando, estamos reconociendo como correcto, aunque se modifique o se revoque en la segunda, lo que debemos de hacer es no aplicarlo para el índice porque es un criterio ya aprobado por este Pleno y que aplicó todo el año pasado y que ha aplicado este año aunque no se había presentado un caso, sino hasta este momento.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Está bien.

Maestra, tiene usted el uso de la palabra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- A ver, la verdad es que yo sí estoy de acuerdo con el Comisionado Mondragón en el sentido de que ya está vigente la ley y la ley sí señala la obligación de hacerlo.

La verdad es que sí me inclino por lo que tú sostienes y no me parece que establezcamos el criterio de que no podemos aplicar lo que establece la Ley General hasta en tanto no tengamos la nueva ley, no porque ya podemos regirnos por todo aquello que se ajusta a lo que tenemos en la nueva ley, y de hecho de acuerdo con los transitorios, aquello que sea contrario en nuestra ley, ya no tendríamos que estarlo aplicando.
Entonces, a mí me parece que ése debe ser el criterio de una sana interpretación que debe prevalecer en cuanto al proceso de transición por el que estamos pasando.

Nos regimos por los principios que establece la Ley General y todos aquellos que sean contrarios de nuestra ley debemos dejar de aplicarlos, me parece que ése es el criterio que debe de prevalecer, no de que seguimos aplicando esto aun cuando fuera contrario a la Ley General, ésa parte creo que no es una correcta interpretación. Eso por un lado.

Y por otro lado, me parece que aquí lo factible es que sí se entregue la información, si bien es cierto, como señala el Comisionado Alejandro Torres, que cuando se registraron no requería, no se les pidió ese requisito ni ningunos otros de los que pudiera señalar la ley, pudiéramos entonces sostener que entonces los partidos políticos no tendrían obligación de cumplir con ninguna de las cosas que está marcando la ley, toda vez que en el momento de esos procesos de selección no estaba vigente, y creo que no ha sido el caso.

O sea, creo yo que sí debe aplicarse en atención a que cuando fueron registrados no, pero la ley entra en vigor en ese momento y de acuerdo a lo que acabo de decir al principio, la ley entra en vigor en ese momento y el tema de la máxima publicidad es el que debe prevalecer.

Si bien es cierto, cuando te registraste no estaba ese requisito, también lo es que inclusive antes de que fuera electo ya operaba ese principio de transparencia y muchos de esos principios de transparencia ya se aplicaron para poder, inclusive, dar a conocer una serie de cuestiones que los mismos partidos abrieron durante el proceso electoral.

Entonces, no me parece que haya ningún argumento que sirva para restringir de manera específica el tema de la currícula o del currículum.

Creo yo, que debemos siempre atender, vuelvo al tema, al principio de máxima publicidad y aquí no transgrede nada, no resulta violatorio de nada el que se le conmine a que lo entregue porque me parece que es información que si en el momento del registro, insisto, no se tuvo, pues sí se podía haber allegado después porque ya estaba la obligación, tan es así que sí hay otros currículums, ahí lo dejo a su consideración.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava e inmediatamente después el Comisionado David Mondragón.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Perdón, pero si fuera así, entonces, tendríamos que aplicar ya los nuevos términos de respuesta y resolución de los recursos de revisión porque esta Ley de Transparencia va en contra de la Ley General; por lo cual no es correcto lo que se está mencionando.

El Artículo 5º transitorio no sólo ve el tema de la información pública de oficio, es todo.

“El Congreso de la Unión, las legislaturas de los estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, tendrán un plazo de hasta un año, contado a partir de la entrada en vigor del presente decreto, para armonizar, —armonizar— las leyes relativas, conforme           —armonizar, y en eso estamos— conforme a lo establecido en esta ley. Transcurrido dicho plazo, el instituto seré competente para conocer de los medios de impugnación que se presenten de conformidad con la presente ley”.

Entonces, nosotros, digamos, nuestra Ley de Transparencia sigue vigente, sino ya no estaríamos resolviendo con esta ley, entonces, con qué estamos resolviendo, con ésta estamos resolviendo, hoy, en este recurso de revisión, sino ya no estaríamos resolviendo con esta ley.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

Comisionado David Mondragón Centeno, tiene usted el uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo agradezco la coincidencia de la Comisionada Elsa Bibiana, pero lo que sucede es que yo debo de aclarar que me retracté del primer criterio precisamente porque el transitorio octavo dice que “en tanto entren en vigor los lineamientos que se refieren al párrafo siguiente, los sujetos obligados deberán mantener y actualizar en sus respectivas páginas de internet la información conforme a lo dispuesto en la Ley Federal de Transparencia y las leyes de transparencia de las entidades federativas”; es decir, nos está permitiendo continuar pues nada más, digo yo, en la información de oficio.

Y aquí lo dice muy claro también en el primero, segundo, tercero, cuarto, en el quinto párrafo del octavo, dice: “las nuevas obligaciones establecidas en los artículos 70 a 83 —que es el caso, dice el 76— de la presente ley no contempladas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y en las leyes de transparencia de las entidades federativas vigentes, serán aplicables solo respecto de la información que se genere a partir de la entrada en vigor del presente decreto”.
Y ahí nos llevó un poquito otra vez a la confusión, pero yo digo, mi posición en este momento es que en términos de la información de oficio, nuestra ley es la vigente.

Lo que yo sí retomo, que me parece muy positivo de la propuesta de la Comisionado Bibiana Peralta es el asunto de conminar y lo que podemos hacer es ya enviarles un oficio a todos los sujetos obligados, a los 120 sujetos obligados para que ellos sepan desde ahorita cuál es la información específica que ellos deberán agregar a lo que ya publican en su portal de transparencia para que tengan más tiempo de preparación, para que no les llegue, digamos, la ley del Distrito Federal y tengamos que irnos a un transitorio que les dé un plazo adicional de tres meses más, porque yo no sé si ahí sí entraríamos en contradicción con la Ley General, porque dice que un año y tan, tan; y cuando lo publica el Presidente del Consejo Nacional también, los lineamientos, plazos, términos y procedimientos.

Entonces, para no arriesgarnos a esa circunstancia creo que hay que tomar esa consideración y hacer el análisis y enviarles a todos los 120 sujetos obligados la información de oficio, yo creo que lo puede realizar tanto la Dirección de Evaluación y el Jurídico, propongo, para que se les envíe y ellos ya desde ahorita sepan qué es lo que deben de publicar y empiecen a recolectar la información para que en su momento, la curva de aprendizaje no sea costosa para el acceso a la información y la transparencia.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más un par de comentarios.

Ese es el, perdónenme que lo diga así, pero ése es el problema de tener una Ley General que excede con mucho las características de una Ley General.

Es decir, las leyes generales, como ustedes saben, digo, son muchísimo mejores abogados que yo, que yo no lo soy, simplemente distribuye competencias entre los órdenes de gobierno, los diferentes niveles de gobierno, ésta se mete hasta la cocina y entonces ha habido una discusión en términos de decir: entonces, dejamos las leyes locales a un lado y resolvemos con la General porque la General básicamente trae todo, es decir, se mete hasta las funciones orgánicas de los institutos.
Es decir, a nosotros nos obliga a tener un Consejo Consultivo, por ejemplo, es decir, se está metiendo en una cosa que ninguna Ley General de por sí establece, porque todo mundo distribuye atribuciones y competencias y esta Ley General va más allá. Creo que eso genera mucha confusión, ¿no? 

Ahora, habría que decir también que finalmente una cosa es la parte normativa y otra es la implementación de todos los procesos de ley que se están haciendo y los procesos de implementación pues vienen aterrizados a una serie de periodos.

Creo que ese es el asunto y lo que decía el Comisionado David Mondragón Centeno, que tiene razón, es información pública de oficio, nosotros no vamos a, o sea, nosotros tenemos que armonizar la ley, precisamente, para que y qué bueno que venga ya en la información pública de oficio el asunto de los currículums y va a venir seguramente el asunto de las declaraciones patrimoniales.

Y yo creo que en la ciudad tendríamos que ir a hacer un asunto y una figura de devolución patrimonial, es decir, si la Ley General dice un asunto de declaración patrimonial en versiones públicas, creo que tenemos que nosotros ir más allá y plantear un asunto de devolución patrimonial y además la fiscal y el asunto de conflicto de interés, porque finalmente en esa ruta va la ciudad.

Pero eso nos pone evidentemente en una discusión respecto a cuál va a hacer la relación que va a tener nuestra ley local respecto al tema de la General y yo creo que deben de estar perfectamente diferenciados porque si no vamos a tener un problema hasta de interpretación normativa cuando el INAI intente utilizar estas dos figuras bastantes raras, como son el asunto de atracción.

Que yo, lo que he dicho es, el asunto de la atracción es un mito genial en México; es decir, porque todo mundo dice, muchas instancias tienen mecanismos de atracción como la Comisión de los Derechos Humanos y no es cierto. La Comisión de Derechos Humanos no tiene procesos de atracción, hace procesos de acompañamiento con las comisiones locales, no hay este asunto y además queda absolutamente ambiguo y abierto porque será de interés y que pueda atraer asunto.

Y el otro, el recurso de revisión que se convierte en una instancia de alzada, pues ahí tampoco sabemos cómo se va a operar el asunto de la alzada, por estas características.

Es decir, si van a resolver con nuestra ley, si con la Ley General, si los criterios, si la plataforma nacional, si una serie de cosas, creo que ahí tenemos un problema.
Termino muy rápido diciendo que, precisamente, como no había obligación en el proceso electoral pasado, pues acuérdense que hicimos ahí todo un, diría Alejandro Torres Rogelio, todo un root show precisamente con los partidos políticos para que vinieran a presentarnos sus portales de transparencia proactiva en donde pediríamos como mínimo que hubiera currículums de los candidatos, que se supiera quiénes eran, pero además fue un acto absolutamente voluntario, proactivo por parte de las instituciones políticas de esta ciudad, porque no había mecanismos normativos que los obligaran.

Me queda claro y por eso la propuesta del Comisionado Alejandro Torres, de que si ya entregó cuatro currículums y falta simplemente el del candidato a diputado por el Distrito VII de GAM, pues que lo busque y que lo entregue, que haga un esfuerzo precisamente por entregarlo porque tenemos evidencia de que sí tenía esa información, de que estaba en un portal de transparencia proactiva y que lo busque y que lo entregue; y si no lo tiene o ya lo bajaron, o ya perdieron o alguna cosa, pues simplemente que haga un pronunciamiento categórico para explicarle a la recurrente por qué no se lo puede entregar o por qué no lo tiene ya.
O sea, creo que ése es una característica específica y dos, perdónenme, dos cosas más, con lo que decía respecto David, Comisionado David Mondragón que me parece muy pertinente, creo que sí necesitamos ir previendo el tema precisamente de la información pública de oficio.

Creo que nosotros tenemos una ventaja, no mucha, pero alguna ventaja en términos de información pública de oficio respecto a obligaciones de transparencia.
Estamos un poquito por arriba de lo que plantea el tema de la Federación, claro que vienen estas novedades como partidos políticos en donde sí se establece currículums de precandidatos, por ejemplo y una serie de cara…, lo cual me parece muy bien, esas cosas yo creo que sí hay que empezar a ver para planear el impacto, porque seguramente nosotros iremos a la armonización, yo espero que este año y si no el siguiente, pero no más allá del 5 de mayo y tendremos que ver el impacto que tiene, básicamente en la evaluación que hacemos de la información de oficio.
No nos va a impactar porque la Ley General establece cuatro revisiones anuales que son las mismas que nosotros hacemos, entonces, no nos va a impactar tanto en eso sino en el tipo y calidad de información; y que es una cosa que ahí también tendremos que discutir porque creo que la calidad de la información pública de oficio en la ciudad tiene que ir para arriba en términos de que cuando menos tenga una narrativa ciudadana, sea visible y cumpla con estas características del 6º constitucional, sea oportuna, veraz, de manera permanente, actualizada, con estas características, pero creo que es una discusión que hay que dar.

Digo, yo me quedo con el tema de lo que nos planteaba el Comisionado David Mondragón en términos de sí hay un, sí hay todo un tema normativo que ya está, que estamos en los procesos de implementación de la ley y que eso tiene plazos y el plazo es que en los estados tengamos hasta el 5 de mayo de 2016 para poder generar este mecanismo.

Y básicamente, en tanto no tengamos armonizado toda esta parte, pues vamos a resolver, digamos, y no estamos en la ilegalidad, como hemos venido resolviendo el asunto.

Perdónenme que me haya extendido demasiado.

Me había pedido la palabra la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández, a quien, ¿ya, no?
Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, creo que todos nosotros tenemos confianza en que esta curva de aprendizaje que viene con la nueva Ley General no va a ser tan prolongada, ni va a ser tan grave porque los partidos políticos, como hemos visto, cumplen ligeramente más que los entes públicos del DF, que también cumplen muy, están arriba de 95, ambos, de promedio.

Y además mostrar una voluntad política pues muy buena a través de los convenios que firmaron con esta institución para publicar los perfiles de los candidatos y algunos otros documentos, el 3 de 3 que se pedía y que yo sepa no hubo ningún esfuerzo similar en ningún estado de la República, creo que fue únicamente a nivel federal y en el Distrito Federal donde se dio esa información de una manera bastante amplia, no al 100 por ciento, sin duda, pero sí sustancialmente mucho mejor que en cualquier otro proceso anterior electoral.

Creo que ahí tenemos confianza, sin embargo, creo que también debemos de enviarles esa información.

Y tratándose de información de oficio, bueno, ya platicamos cómo está, pero yo nada más le dejo una inquietud también al Jurídico, que independientemente de la Ley General, de esta circunstancia por la que estamos pasando de transición y de que es información de oficio, habría que ver en próximas solicitudes por el estilo para otros partidos, la normatividad interna del partido, porque si la normatividad interna del partido dice que para el registro de candidatos éstos deben de entregar su currículum, luego entonces están obligados a tener por normatividad esa información y luego entonces deben de entregarla.
Entonces, el análisis de la normatividad interna más allá de la ley y de la Ley General y de la información de oficio, que en este momento no es información de oficio, insisto, hay que entrar al análisis de la normatividad interna de los partidos para confirmar esa circunstancia.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Sí muy importante lo que acaba de comentar el Comisionado Mondragón, de hecho si me lo permite, en abono a lo que ha comentado, quizá valdría la pena, entonces, valorar la incorporación en el estudio, precisamente, en la parte de la normatividad.

Ahora, la normatividad interna de los partidos se ajusta a lo que dice el Código, en este caso el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal y en el capítulo segundo en actos previos a la jornada electoral, el Artículo 299 señala que “para el registro de candidaturas a todo cargo de elección popular, el partido

político que pretenda contender, a través de sus órganos de dirección local debidamente acreditados ante el Instituto Electoral, deberá presentar, la solicitud de registro de candidaturas —y esto ya es la fracción Información— la cual deberá señalar el Partido Político que las postulen y los siguientes datos de los candidatos.

Y aquí es por lo mencionaba hace rato del por qué el currículum no es exigible.
Dice el primero “nombre y apellidos completos, lugar y fecha de nacimiento, domicilio y tiempo de residencia en el mismo, ocupación, clave de la credencial para votar, cargo para el que se les postula, denominación, color o combinación de colores y emblema del partido político o coalición que los postula, las firmas de los funcionarios del partido político o coalición postulantes, (federal, estatal o del Distrito Federal), salvo que se separe de su cargo cinco años antes de la fecha de inicio del, de la fecha del inicio del proceso electoral de que se trate y finalmente no ocupar un cargo de dirección en los gobiernos, federal, estatal, municipal o del Distrito Federal u órganos político-administrativos, ni ejercer bajo circunstancia las mismas funciones, salvo que se separe del cargo 90 días antes del día de la elección y no estar inhabilitado para el desempeño del servicio público.
Y ésos son los requisitos y a los cuales se ajusta su normatividad interna, que valdría la pena quizá incorporarlos por lo que comenta el Comisionado Mondragón.

Y ya nada más para concluir, un poco reiterar en todo caso y tratando de resumir, de alguna manera lo que se ha planteado, las coincidencias que se han expresado, que la orden pudiera ser de que el ente finalmente realice la búsqueda de la información que quedó pendiente de entrega relativa al candidato del Distrito VII en el principio de mayoría relativa, más lo de representación proporcional que también eran parte de la solicitud de información.

Ésos yo no recuerdo por ejemplo que hubieran estado en el portal, pero bueno, la verdad no tengo la memoria exacta de que hubieran sido, creo que nada más eran los de mayoría relativa los que habían subido, el 3 por 3 y todo ello, pero bueno; si los de representación proporcional también los pueden entregar, pues que los entregue y si no pues que haga las manifestaciones a que haya lugar justamente por lo que comenta el Comisionado Mondragón del cual era la normatividad, si puede o no puede, la tiene y no la tiene y en todo caso la entregue si es el caso, si no pues que lo señale y lo fundamente y lo motive y tan, tan.
Muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Maestra, por favor, tiene usted el uso de la palabra.
C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias.

A ver, reitero mi propuesta en el sentido de que la Ley General es aplicable y de que tendremos que ajustarnos en una serie de cuestiones.

Aquí hay que tomar en cuenta que la Ley General establece procedimientos, bases y lineamientos, en todo lo sustantivo, en aquella parte que no se oponga debe ser aplicable, en todo lo procesal tendrá que hacerse los ajustes respectivos.

O sea, hay una serie de, digamos, de lineamientos o inclusive de jurisprudencia para poder en estos casos cuando se da esta especie de vacancia establecer qué es lo que procede y qué es lo que no.

A mí me gustaría que sobre el tema de la aplicación de la ley y fuéramos pronunciándonos porque esto se va a dar mucho a partir de que entró en vigor esto y hasta que tengamos nuestra propia ley por eso es que importante apurarnos ya a gestionarla. Eso es una puntualización, en primer lugar.

En segundo lugar, me parece que si ya está en el espíritu de la ley el hecho de que esto sea público, pues atendiendo a esa publicidad hay que pugnar porque esto se haga público.

A mí me parece que yo considero que está bien la propuesta en el proyecto en el sentido de modificar y me inclino por la propuesta de que se busque o exponga los motivos por los cuales no los tiene, porque si bien es cierto todavía no pudiera ser información de oficio sí existe una obligación de generar esta información bajo el principio de máxima publicidad y transparencia, máxime que hubo quiénes de manera voluntaria lo presentaron.

¿A dónde quiero llegar? A que me parece que estamos siempre pugnando porque haya transparencia, porque haya máxima publicidad, porque todo se abra, porque todo se diga, pero a la hora de que ya nos toca resolver sobre algún caso específico, entonces, la postura es contraria, la postura es no, porque la ley todavía no lo dice, porque todavía no se da.
A ver, no, hay que atender a los principios y uno de los principios aquí de máxima publicidad es que, si bien es cierto, es un acto que deba generarse no causa ningún perjuicio que se dé, máxima que ya inclusive el proceso electoral terminó, que ya se conoce cuál fueron los resultados, en fin; una serie de circunstancias que creo yo, que a lo que abonan es a esa transparencia.

No debemos estar buscando, y me parece que eso este Pleno debe preocuparse, no debemos estar buscando los recovecos de la ley para establecer a dónde nos atoramos para no dar la información, cuando aquí me parece que el tema de la currícula ya está en el espíritu de la ley, que sea un documento que se transparente y que se dé a conocer.

Entonces, por el hecho de que se dé esa vacancia, por el hecho de que haya una serie de circunstancias por las que no se abra, no lo hagamos, estamos buscando una circunstancia que creo que va contrario al espíritu de la ley.

Sí, yo sé que les estoy dando ideas, cosa que me parece muy bien, lo único que quiero yo aquí, es dejar constancia, bueno, ésa es la opinión de cada quien, si es bueno o si es malo, creo que no estamos aquí para determinarlo.

El tema es que debemos siempre velar por la máxima publicidad y en este caso si ya está en el espíritu de la ley el tema de la currícula no tenemos que estar buscando una razón para la que no se dé, sobre todo, si la propuesta es, si tienes alguna pues búscala y di si no la tienes, bueno, pues porque no es obligatorio, pero hay que, exactamente, funda y motiva, pero no estar buscando el tema de que no es obligatorio o que, o sea, esa parte es, no, no, lo que yo quiero dejar constancia es que en esa parte no estoy de acuerdo, todo lo demás ahí lo dejo en la mesa.

Muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

Comisionado David Mondragón Centeno, tiene usted el uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bueno, yo haciendo de inmediato la amable invitación de la Comisionado Bibiana para que nos posicionemos respecto de esta circunstancia y yo únicamente reitero mi posicionamiento que respecto de la información de oficio tal y como dice el octavo transitorio de la Ley General considero, según mi criterio y mi lectura, interpretación de lo que aquí se establece, que no requiere mucha interpretación porque me parece que es muy claro, no estaremos obligados hasta que se venza el plazo del año que sería para principios de mayo del próximo año, hasta entonces cuando definamos las obligaciones de oficio que ya incorporemos las nuevas que trae la Ley General, ya serán sujetos obligados en el Distrito Federal, en tanto el mismo octavo transitorio nos está dando esa posibilidad de ampliar.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- A ver, tenemos un año para sacar la ley, no para que nos obligue.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, eso por una parte y por lo demás pues estoy totalmente de acuerdo con la Comisionada respecto de nuestro deber de la máxima publicidad de llevar siempre a eso.

Y creo que el sentido de la propuesta que coincido con el Comisionado Alejandro Torres es precisamente ése, o sea, le vamos a revocar, digamos, para efectos porque por técnica legislativa no le podemos modificar porque no ha atendió al 100 por ciento en la respuesta complementaria y tampoco podemos sobreseer; entonces, tenemos que ir a la primigenia y en la primigenia estamos revocando y le estamos pidiendo que haga una búsqueda exhaustiva respecto del otro candidato y que la entregue, esa va a ser la orden.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- ¿No iba a ser modificar? 

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Revocar, bueno, es mi propuesta por técnica relativa nada más, o sea, para efectos resulta lo mismo, pero por técnica legislativa no podemos modificar, tendremos que revocar y ordenarle que haga una búsqueda exhaustiva de la información del candidato que falta.

Es cuanto.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Entonces, sería modificar, ¿no?

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- No, porque te vas, no puedes tomar la complementaria. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- ¿Es que subsiste algo de la primigenia? Nada, es que es decir, no contesta nada, va al asunto de la complementaria, en la complementaria pues no tenemos ahí, no satisface los extremos del 84, IV que en dado caso se podría sobreseer por entrega de información, no entrega información y por lo tanto sería un revoca para efectos de tal manera, pero como ya le dio en la complementaria y tenemos evidencia que ya le dio los currículums de los otros cuatro, pues sería ocioso para este Pleno ordenar que le entregue otra vez toda la información.

Si no básicamente como lo había planteado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, en términos de que tenemos evidencia de que puede tener la información, de que haga una búsqueda y en caso de no tenerla que explique qué, las razones, exactamente, y las razones por las cuales no la puede tener y vámonos y que no es un tema básicamente de andarle buscando recovecos a la ley para que lo entregue, tenemos evidencia de que la pueden entregar y por eso estamos diciendo, entrega, has una búsqueda y entrega.

Sabemos que es un tema ahorita que no obliga por información pública de oficio porque si estuviéramos en ese supuesto, es otra cosa, ahorita eso no es información pública de oficio, qué bueno que va a hacer para lo siguiente y seguramente hay que ver qué otras obligaciones de oficio le metemos a los…, esa parte de lo establecido en el 2, XXII del Código, lo que viene en la Ley General más otras cosas que nosotros creamos que son pertinentes en el tema de la ciudad, que a eso no nos limita el asunto de la ley, sino nos da la posibilidad de poder seguir avanzando en esos términos.
Y si con esa nos vamos, entonces, sometería a votación el tema…, sí, que éste básicamente sería un revoca para efectos y no va a entrar precisamente al índice de cumplimientos de acceso, ¿no? Al índice global de cumplimiento para que lo podamos quitar.

Y en ese sentido, entonces, someto a consideración de este Pleno que el Recurso de Revisión 0703 del Partido de la Revolución Democrática en el Distrito Federal sea revocar, para que realice una búsqueda de la información particularmente en lo relativo al diputado VII y sobre los diputados de representación proporcional; en caso de localizarla la entregue de preferencia en la modalidad en la que se pidió, que es medio electrónico y de no contar con ella, pues haga las modificaciones que correspondan.

Con estas características quien esté a favor de como se plantea este Recurso 703, sírvanse por favor manifestarlo.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Vamos al siguiente Recurso de Revisión que es el 706, Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Nuestro Director Jurídico tiene la palabra.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Muchas gracias, señor Presidente. Señora y señores comisionados, con su venia.

El expediente es el identificado con la clave RR.SIP.0706/2015, el ente obligado Secretaría de Seguridad Pública.

Solicitud: dos requerimientos de información relacionados con los exámenes de control de confianza aplicados por la Contraloría General y la Secretaría de Seguridad Pública a funcionarios públicos a candidatos a diputados y a delegados.

Respuesta: el ente obligado informó que no realizó las evaluaciones referidas, sino que fueron evaluaciones de control de perfil de riesgo, conforme al modelo que generó y detenta el Instituto Electoral del Distrito Federal, para efectuar a dichos candidatos que de manera voluntaria determinaron someterse a dicha evaluación.
Asimismo, se emitió a una conclusión técnica de las evaluaciones, otorgándose al presidente del partido o bien representante legal de dicho órgano político o de los candidatos y se le orienta para que en caso de requerir mayor información ingrese su solicitud ante la Contraloría General y al Instituto Electoral, ambos del Distrito Federal.
Recurso de revisión: primero, el ente reconoció haber realizado los exámenes, sin embargo, no los entregó. Segundo, en el caso de Dione Anguiano el hecho de ser diputada no le exime de ser servidora pública del Poder Legislativo y si la examinó el ente debe entregar lo solicitado, así como de todos los que examinó, por lo que la máxima publicidad quedó corta.

Consideraciones del proyecto: del estudio a la respuesta impugnada y al convenio marco de apoyo y colaboración interinstitucional para la aplicación de evaluaciones de acuerdo al modelo de control de perfiles de riesgo celebrado entre el Instituto Electoral del Distrito Federal y la Secretaría de Seguridad Pública. 

Este Instituto concluyó que si bien el ente obligado aclaró no haber realizado exámenes de control de confianza, sino que fueron evaluaciones de control de perfil de riesgo y que del convenio se desprende que la Secretaría efectivamente aplicó dichas evaluaciones, tomando en cuenta que los recurrentes no están obligados a conocer de los términos usados por los entes obligados, se considera el primer agravio parcialmente fundado, ya que el ente recurrido estaba y está en posibilidad de atender categóricamente el requerimiento 1 de la solicitud.

Respecto al segundo agravio, éste deviene inoperante en virtud de que incluye manifestaciones subjetivas que de ninguna manera pueden ser analizadas a la luz del derecho de acceso a la información.

En tal virtud el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de modificar la respuesta.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de revisión se lo han reservado tanto el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava como el Comisionado Alejandro Torres Rogelio. Le cedo en primera instancia la voz a Luis Fernando Sánchez Nava para que nos pueda exponer.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias.

De acuerdo con el sentido del proyecto; sin embargo, se propone la restructuración del estudio en los siguientes términos:

Del análisis efectuado a la solicitud se desprende que lo que el particular requiere se trata de información relacionada con evaluaciones de control de perfil de riesgo practicadas a servidores públicos y candidatos a diputados o delegados.

Al momento de emitir su respuesta la Secretaría aclara que no realizó ningún tipo de evaluación a servidores públicos, precisando que lo que aplicó a los candidatos de elección popular fueron evaluaciones de control de perfil de riesgo, conforme al modelo que generó y detenta el Instituto Electoral del Distrito Federal.

Por su parte al formular sus agravios el recurrente expresa que el ente reconoció que aplicó los exámenes pero no los entregó, por lo que debe de proporcionarse lo solicitado.

En ese sentido y como se establece en el propio proyecto, dentro del clausulado del convenio marco para la aplicación de las evaluaciones del modelo de control de perfil de riesgo, celebrados entre la Secretaría y el Instituto Electoral del Distrito Federal, las conclusiones técnicas de las evaluaciones tienen el carácter de confidencial, teniendo como finalidad la de ser un instrumento orientador para la toma de decisiones de los partidos políticos y candidatos independientes que los hayan solicitado.

Con lo expuesto hasta este punto es que se propone determinar en la resolución que los nombres de los candidatos a elección popular, los exámenes, calificaciones o escalas generadas, es decir, los resultados obtenidos, se trata de información confidencial al actualizarse el supuesto previsto en la fracción I del Artículo 38 de la ley de la materia, aunado a que existe un convenio celebrado entre los entes públicos mencionados que determina la reserva de las evaluaciones.

En este punto es importante hacer notar que la información que se está requiriendo se trata de candidatos a cargos de elección popular en su carácter de particulares y que con su consentimiento fueron enviados a través del partido político que representaban a fin de que fueron sometidos a ciertas evaluaciones por parte de la Secretaría; por lo que al no fungir como servidores públicos no es procedente ordenar al ente la entrega de las evaluaciones.

Lo que antecede adquiere sustento si se toma en cuenta que de la revisión de los requisitos para ser diputado y del registro de candidatos ante la autoridad electoral, previstos en los artículos 37 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y 299 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal, no se establece que el aspirante a un puesto de elección popular deba entregar ningún tipo de evaluación o resultados de control de perfiles de riesgo para su registro a las candidaturas, lo que lleva a determinar que el ente no está obligado a entregar la información que se requirió, máxime si se considera que la Secretaría de Seguridad Pública únicamente fungió como la autoridad pública que con sustento en un convenio con el IEDF aplicó los exámenes.

Por ello la sugerencia es en primer lugar validar la parte de la respuesta referente a los servidores públicos, ya que la Secretaría se pronunció en el sentido de no haber realizado ninguna evaluación delimitando el estudio a los candidatos.

En segundo lugar, se debe de ordenar al ente obligado que clasifique los nombres de los candidatos que presentaron las evaluaciones, así como sus calificaciones o escalas generadas, los resultados como información confidencial con sustento en la Ley de Transparencia y el referido convenio marco.

En cuanto a los requerimientos consistentes del funcionario que los examinó y su currículo, se deberá de ordenar su entrega.

Y respecto a los puntos de la solicitud consistentes en conocer de los candidatos evaluados si siguen trabajando o por motivo de los exámenes aplicados ya no trabajan en el Gobierno del DF, deberá de instruirse al ente para que emita un pronunciamiento al respecto donde realice las aclaraciones pertinentes.
Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio, tiene usted el uso de la palabra para exponernos los términos de la reserva.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Muy coincidente en buena parte con lo que acaba de exponer el Comisionado Sánchez Nava, aunque yo precisaría todavía algunos elementos adicionales a ver si él y todos ustedes también pudieran estar de acuerdo.

Primero creo que sí, el sentido del proyecto es correcto pero con los siguientes ajustes que yo me permito exponer. Primero hay que tener en cuenta el agravio, ahí se advierte que la persona se duele de que no le entregaron la información de aquellos candidatos que se sometieron a las evaluaciones de control de perfil de riesgo, que no tiene que ver con lo de control de confianza.

Ahí el ente hace una suplencia correcta al aclarar de qué se trata y entonces ya con ella es que le da la respuesta. Bueno, y que en ese momento aún eran servidores públicos, o sea, se duele de que no entregaron la información de aquellos candidatos que se sometieron a las evaluaciones de control de perfil de riesgo y que en ese momento aún eran servidores públicos. Por lo que el resto de la solicitud creo que debe quedar fuera del estudio porque habla de los funcionarios y una serie de cosas. Entonces, ésos quedan fuera.

Ahora bien, al analizar la información materia del recurso se advierte que si bien eran candidatos y algunos incluso servidores públicos, acudieron en su carácter de particulares y no como servidores públicos, por lo que la información proporcionada y los resultados de los exámenes revisten el carácter de confidencial y no voy a reiterar los argumentos que acaba de exponer el Comisionado Sánchez Nava.

Nada más reiterar si acaso que cuando alguien va a registrarse como aspirante a alguna candidatura lo hace en función de sus derechos, si cumple con los requisitos tal cual pero no lo hace que vengo en mi carácter de servidor público al cargo a registrarme como…, no, va como ciudadano, como tal en pleno uso de sus derechos, ejercicio de sus derechos. Entonces, es muy importante que eso quede claro.

Propongo que la orden sea modificar para que se emita una nueva respuesta en la que clasifique como confidencial la información relativa a los incisos que en su pregunta identificamos como a), b), c), g) y h), y se pronuncie respecto de los incisos d) y e) en versión pública y también que se pronuncie respecto del f).

Y quisiera aquí en una tablita que hice como muy didáctica señalarlos. Por ejemplo, el inciso a) es listado de todos y cada uno de los que presentaron los exámenes; el inciso b) es por fecha y el c) es número de expediente. Todo ello creo que es confidencial en términos del convenio precisamente que se firmó y al que ya aludió el Comisionado Sánchez Nava, precisando además que si bien eran candidatos y algunos incluso servidores públicos acudieron en su carácter de particulares, de ciudadanos y no como servidores públicos.

Respecto del inciso d) es funcionario que los examinó, coincido con el Comisionado Sánchez Nava en cuanto a que lo debía entregar.

En el inciso e), que se refiere al currículo del funcionario que los examinó, también coincido con él nada más que propondría que fuera en versión pública el currículo, pero en versión pública que debe entregar.

Respecto de los exámenes que a éstos se les generaron y por quién creo que se le debe de entregar porque no es que le vaya a entregar el examen y el resultado de los exámenes, sino qué tipo de exámenes, bueno, puede ser el polígrafo, examen toxicológico, antecedentes penales, o sea, una de habilitación, no lo sé. Nada más enunciar qué exámenes se aplicaron, enunciándolos nada más pero aclarando que no estamos ordenando entrega de los resultados ni el examen todo tal.

Luego, respecto del inciso g) nombre y cargo de los que aprobaron y el inciso h) de los que no aprobaron con calificaciones o escalas generadas, creo que también es una información de carácter confidencial, como ha establecido el Comisionado Sánchez Nava en términos del convenio nuevamente y también precisando que si bien eran candidatos, algunos servidores públicos finalmente acudieron como ciudadanos, ¿no?

Finalmente, respecto del requerimiento de que de éstos quiénes siguen trabajando, o sea, de quienes no aprobaron los exámenes, quiénes siguen trabajando o por motivo de los exámenes ya no trabajan más en el Gobierno del Distrito Federal. 

Lo anterior detallado por cada ente del Gobierno del Distrito Federal, creo que ahí al respecto el ente sí hizo un pronunciamiento y por lo que yo creo que se debía considerar atendido porque si vemos la respuesta señala en el segundo párrafo de la respuesta, me permito leer, cito: “es importante mencionar que el actuar de esta institución se rige por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, respetando en todo momento la legalidad de nuestra Carta Magna, por lo que bajo el principio de máxima publicidad y transparencia debe aclararse que esta dependencia de gobierno a través del Centro de Control de Confianza no realizó evaluaciones de control de confianza ni de ninguna índole a servidores públicos o como usted los llama, funcionarios públicos, por lo que respecta a los candidatos a un cargo de elección popular, no se les realizó evaluaciones de control de confianza, –unos minutitos nada más para concluir este párrafo– sino que fueron evaluaciones de control de perfil de riesgo, –como ya mencionamos– conforme al modelo que generó y detenta el Instituto Electoral del Distrito Federal para efectuar a dichos candidatos que de manera voluntaria determinaron someterse a dicha evaluación de perfil de riesgo.

Asimismo –y esto es bien importante– se emitió una conclusión técnica de las evaluaciones otorgándose al presidente del partido o bien representante legal de dicho órgano político o de los candidatos.

En consideración a lo antes señalado es significativo acotar respecto de las demás preguntas que efectuó el solicitante, ya que como ha quedado establecido no se efectuaron evaluaciones de control de confianza a servidores públicos o candidatos a elección popular, por lo que en uso de la lógica es viable señalar a sus cuestionamientos posteriores que no existen consecuencias de unos exámenes que no fueron realizados”.

Entonces, creo que su pregunta de éstos, quiénes siguen trabajando o por motivo de los exámenes ya no trabajan más en el Gobierno del Distrito Federal, pues realmente no tendría por qué tener esa información el ente y creo que ahí la manifestación, bueno, además de que no es de su competencia darle seguimiento, finalmente la conclusión técnica de las evaluaciones que hizo del perfil de riesgo se remitieron a otra instancia, a los órganos políticos, en este caso a los partidos o a los candidatos, o a sus representantes legales.

Entonces, creo que quedó atendido en ese sentido ese requerimiento.

Sería la propuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, tiene usted el uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Yo, bueno, mi consideración, mi propuesta es que se modifique la respuesta y se le ordene al ente fundar y motivar el asunto de la información confidencial. 

Nosotros sabemos que este ejercicio fue producto de un convenio entre el IEDF y los partidos políticos y una de las condiciones que había para la firma de ese convenio pues es que la información se mantuviera confidencial y efectivamente, los particulares, nosotros tenemos una Ley de Protección a Datos Personales en propiedad de los entes públicos de servidores públicos, pero éste es un caso donde son, está en propiedad de los entes públicos pero no son servidores públicos, son particulares porque como ya bien se dijo, como ciudadanos participan en su derecho de ser elegidos, de ser electos y entonces es un derecho ciudadano y en ese carácter participan. 

Por eso la circunstancia ahí en ese sentido no aplicaría la Ley de Protección de Datos Personales en propiedad de los entes porque no son servidores públicos, pero entonces lo que aplica es algo mucho mayor, o sea que ni siquiera podemos meternos en ese aspecto.

Por ello mi propuesta sería nada más que se modifique la respuesta y que funde y motive de la confidencialidad de los datos y que no se entregue absolutamente nada, yo no creo que entregar la lista de los que participaron ya me parece que se está violentando la privacidad de la gente, de los particulares y luego entregar los currículos en versión pública de quienes aplicaron los exámenes, pues ya estamos peor todavía porque esto puede afectar, digamos, a los servidores públicos, pueden ser acosados, pueden ser, no sé, presionados para que entreguen la información o pueden ser cuestionados, es complicado, ¿no?

Entonces, yo mi propuesta, insisto, por estas consideraciones, que nosotros conocemos bien la confidencialidad, sabemos que no son servidores públicos, que no están obligados por normatividad, que hay datos personales involucrados ahí, yo creo que el ente contestó bien, estaba en condiciones de contestar aunque también el ente público, que es la seguridad pública, pues la Secretaría de Seguridad Pública pues realmente nada más actuó como el operador del examen porque realmente el convenio se realizó entre el Instituto Electoral del Distrito Federal y los partidos políticos, la Secretaría de Seguridad Pública no fue parte sino más que como operador, o sea, yo te hago los exámenes y tan, tan.

Pero la confidencialidad, el compromiso de confidencialidad corresponde ni siquiera a la Contraloría, al Instituto Electoral y obviamente fue una exigencia de los partidos para llevar a cabo esto. Esto por supuesto, es un buen ejercicio, ojalá y en el futuro tengamos más de esto, es una demanda ciudadana pero por el momento está en la voluntad de los partidos políticos y está en la voluntad de los ciudadanos que son candidatos que se someten a este tipo de exámenes.

Que además por otra parte nada más por agregarlo ya de pilón, pues el asunto de este tipo de exámenes, hay también una posición social y de derechos humanos de que éstos atentan contra la privacidad, la intimidad y la dignidad de la gente.

Cuántas veces no hemos visto organizaciones de la sociedad civil en contra de ciertos exámenes, de evaluaciones que van a este tipo de fondo de polígrafo y de un montón de cosas que creo que se exceden, hay lugares donde creo que me parecen pertinentes, como son cuando alguien va a acceder al CISEN, por ejemplo, son lugares nacional, a la PGR de un alto puesto, pues obviamente este tipo de exámenes de confianza o de perfil de riesgo son adecuados.

Pero creo que ya hay un intento muy preciso de organizaciones de la sociedad civil como es Transparencia Mexicana de pedir el 3 de 3, creo que el 3 de 3 sin meterse en la intimidad, sin lastimar derechos humanos nos da la información suficiente para saber los candidatos su declaración de intereses, su declaración patrimonial y su declaración fiscal.

Creo que por ahí es donde, en lo personal, yo insistiría y no tanto en los otros exámenes.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Dejé en el tintero una cuestión que también es importante, de forma pero es importante finalmente que se ajuste también en el proyecto que el nombre de la Ley de Transparencia de aplicar es la local no la que dicen ahí de información pública gubernamental.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Como es un tema de información que sí detenta el ente, sí tendría que pasar, digamos, atiende la petición por Comité de Transparencia y ahí va a fundar y a motivar y coincido con todas las observaciones que hace el Comisionado Alejandro Torres en la misma línea.

Y nada más quisiera leer dos pequeños párrafos de los convenios nada más para que, muy rápido para que no me pase de los tres minutos. 

El modelo de evaluación de control de perfil de riesgo, versión pública del Instituto Electoral del Distrito Federal y dice aquí: “en cada una de estas etapas los derechos de los evaluados están protegidos respecto a su intimidad, la salvaguarda de la confidencialidad, de la información que proporcione y el respeto a sus derechos humanos aún fundamentales bajo ninguna circunstancia éstos deben ser violentados, pues si así fueran los datos obtenidos perderían todo su valor. Las áreas de evaluación son la psicológica, socioeconómica, poligráfica, toxicológica, valoración médica y el convenio”. 

En el convenio que se celebró, el convenio marco interinstitucional ante la Secretaría de Seguridad Pública y el Instituto Electoral señala en el punto 6, dice: “las conclusiones técnicas de las evaluaciones que emita la Secretaría derivado de la aplicación del modelo tendrán el carácter de confidencial y serán un instrumento orientador para la toma de decisiones de los partidos políticos y candidatos independientes, –es exclusivo para ellos– que así lo hayan solicitado dentro del Proceso Electoral Ordinario 2014-2015 en el Distrito Federal; por lo tanto, no constituyen un auto de autoridad y no serán vinculantes, por lo que la Secretaría se deslinda de cualquier responsabilidad respecto de las decisiones que tomen los partidos políticos o los candidatos independientes con motivo de la emisión de las conclusiones técnicas”.

Es cuanto, es nada más para enriquecer.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Entonces, yo creo que todo mundo estamos de acuerdo con el asunto de que se modifique, pero modifiquemos en consecuencia el tema de la orden para que como se ha dicho acá, pues la información pueda, sobre todo la que tiene que ver con a), b), c) confidencial. El tema de d) es público porque es el servidor público que hizo los exámenes y eso es un servidor público, la e) que es su currículo, o sea, versión pública, en la f) en el convenio además es público el tipo de exámenes que se realizaron, polígrafo, toxicológico, psicométrico, etcétera, que lo sabemos ahí, g) y h) tienen que ser confidenciales y entonces la orden sería básicamente que pase por el 50 en correlativo con el 42, 50 y que ahí funde y motive todo el asunto como confidencial este tipo de información y con eso damos en…

Comisionado.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Por precaución, por cuidado, el tema es el de los exámenes, f) porque así dice los exámenes, ¿no? Y bien lo comentó el Comisionado Alejandro Torres, que sea nada más enunciativo el título del examen, no vayamos a, digamos, en la resolución que quede bien claro ese punto, ¿no?

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Lo que estamos solicitando acá es que seriamente se pronuncie por los exámenes que se hicieron, sin dar ni contenidos ni reactivos ni por supuesto calificaciones o evaluaciones o lo que hayan, la escala de valor que le hayan metido a eso se mantiene como confidencial. Con esas características.

Nada más comentarles que finalmente este acuerdo, yo coincido con el Comisionado David Mondragón Centeno que hubo una discusión fuerte por el tema del perfil de riesgo, de hecho a nosotros nos pidieron opinión, ustedes conocieron el convenio previo y claro, había un tema de derechos fundamentales ahí y sobre todo un tema que se vino poniendo de manera permanente en la mesa porque podría constituir un asunto hasta inconstitucional, en términos de que finalmente la Constitución establece los requisitos para ser candidato a un puesto de elección popular y en ningún momento se establece que tengas que pasar por un tipo de evaluación de riesgo o de control de confianza para poder serlo.

Entonces, creo que esa parte medio se cuidó, hay un tema que tiene que ver con el consentimiento de los particulares, los datos personales no dejan de ser finalmente parte del titular de los datos personales y solamente se reportan versiones públicas, hasta donde entiendo, yo no conocí tampoco el asunto, versiones públicas, precisamente, de todos los exámenes para que el titular de los datos o en este caso a quienes eran transferidos, que eran los partidos políticos, pudieran tomar una decisión al respecto.

Entonces, con estas características pasa por 50 y se declara como confidencial el asunto, habría que establecer el reforzamiento del estudio para que lo que tiene que ver, precisamente, con los servidores públicos, ahí básicamente se establezca y lo que decía el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, hay un pronunciamiento en la respuesta original en donde básicamente establece que él no hizo en ese periodo exámenes precisamente a servidores públicos, por lo tanto asentarlo perfectamente claro en el asunto del estudio, que además eran coincidentes las reservas del Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava y el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

Entonces, nada más someter a su consideración entonces el 0706 de la Secretaría de Seguridad Pública por modificar con las características de cada uno de los requerimientos que hemos mencionado anteriormente.

Quien esté a favor de que así sea nuestra orden, sírvanse por favor manifestarlo.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Continuamos con el 0707 de la Secretaría de Seguridad Pública también y creo que es una cosa parecida, digo, cuando menos el tema es parecido no sé el término de la reserva.

Don José Rico tiene el uso de la palabra para exponernos el recurso de revisión.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Muchas gracias, señor Presidente, señora, señores comisionados, con su venia.

El expediente es el identificado con la clave RR.SIP.0707/2015. Ente obligado: Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Solicitud: diversa información relacionada con un padrón de candidatos en particular.

Respuesta: el ente obligado orientó al particular a presentar su solicitud de información ante el Instituto Electoral, la Contraloría General y la Procuraduría General de Justicia, todos del Distrito Federal e informó que en relación a unos exámenes de control de confianza respecto de los cuales requería información, los mismos no se habían efectuado, toda vez que lo que el ente realizaba eran evaluaciones de control de perfil de riesgo conforme al modelo que generó y detenta el Instituto Electoral del Distrito Federal y no así exámenes de control de confianza, como se solicitaba.

Recurso de revisión: el particular se inconforma con la respuesta al considerar que ésta se encontraba incompleta, toda vez que sí realizaban exámenes y que respecto de los evaluados había requerido también que el ente se pronunciara en relación a si se habían tomado en cuenta las anomalías jurídicas o administrativas que existían en algunos casos en la Contraloría General y la Procuraduría General de Justicia, pero que había sido omiso en atender lo solicitado por cada examinado.

Consideraciones del proyecto: todo vez que el particular se inconformó únicamente con una parte de la respuesta el resto se tuvo por consentido, paralelo a ello del análisis efectuado se pudo advertir que el inconforme usó el término examen de control de confianza como sinónimo de evaluación de control de perfil de riesgo, por lo que el ente en suplencia debió proporcionarle la información que solicitaba, concerniente a si se había tomado en cuenta las denuncias que existían de algunos de los evaluados, toda vez que si bien es cierto los particulares deben ser claros en los términos de las solicitudes de información que promueven, ello no implica que deban ser peritos en la materia para usar la exacta terminología que corresponde al tema de su interés.

En tal virtud, el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de modificar la respuesta impugnada.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer la misma.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

De acuerdo con el sentido de la orden pero algunos ajustes, empezando por la orden, no tendría que decir que se le ordena emitir al ente una resolución, sino más bien una respuesta. Primero.

Luego la instrucción que estamos dando creo que va más allá de lo que la propia persona solicitó porque estamos ordenando y cito: “informe al particular cuáles de estos candidatos a puestos de elección popular fueron evaluados de manera voluntaria”. Pero eso no fue solicitado, si vemos la solicitud no viene nada de eso.

Considero que se trata de particulares nuevamente, no de servidores públicos, a todos se les aplicó el mismo modelo de evaluación, por lo que mi sugerencia es que la orden pudiera ser en todo caso más genérica y mi propuesta es la siguiente:

Emita un pronunciamiento categórico en el que informe si de acuerdo al modelo o metodología utilizada se consideraron o no todos los expedientes por actos de corrupción o delitos o irregularidades administrativas que tienen los citados en la PGJDFCMHALDF ahora SDF, en Contraloría General e internos.

Ésa sería mi propuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Está a consideración del Pleno la que es básicamente modificar la orden para que sea mucho más genérica y no vayamos mucho más allá de lo solicitado, ¿no?

Entonces, creo que es correcto el asunto de la orden, no sé si haya algún otro comentario, si no para pedirle a nuestro Secretario Técnico que pueda votar el Recurso 0707.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Sí, gracias, señor Presidente, señora Comisionada, señores comisionados.

Quienes estén a favor que el sentido de la resolución del recurso de revisión con número de expediente RR.SIP.0707/2015 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal sea modificar, con las consideraciones y con los ajustes señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Continuamos con el expediente 0722 de la Delegación Venustiano Carranza.

Tiene la voz nuestro Director Jurídico.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Muchas gracias, señor Presidente, señora, señores comisionados, con su venia.

Expediente es el identificado con la clave RR.SIP.0722/2015. Ente obligado: Delegación Venustiano Carranza.

Solicitud: calendario de jornadas delegacionales de información que se realizaron durante los ejercicios 2011, 2012, 2013 y 2014 sobre prevención del delito.

Respuesta: se le proporciona la información solicitada en copia simple en versión pública, previo pago de derechos, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 38 fracciones I y IV, 48 párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal y Artículo 249 fracción II del Código Fiscal del Distrito Federal, así como el acuerdo mediante el cual se aprueba el criterio que deberán aplicar los entes obligados respecto a la clasificación de información en la modalidad de confidencialidad y el Acta de la Sexta Sesión Extraordinaria del Comité de Transparencia 2011.

Recurso de revisión: la parte recurrente se dolió en contra de la respuesta del ente obligado porque violenta los principios de legalidad, certeza jurídica, imparcialidad, información, celeridad, veracidad, transparencia y máxima publicidad, negándole la entrega de la información por medio de correo electrónico, poniéndolo a su disposición en versión pública y en copia simple, previo pago de derechos, así como que sin fundar ni motivar le notificó a la ampliación del término de entrega de la información.

Consideraciones del proyecto: del análisis de las constancias que integran el expediente y de la normatividad aplicada se advierte que la información puesta a disposición de la parte recurrente contiene información confidencial, lo cual debe ser protegido por el ente obligado, por lo que antes de ser proporcionada en copia simple, previo pago de derechos por la reproducción, debe ser sometida a su Comité de Transparencia, así como que dicha información sólo corresponde al ejercicio fiscal 2014 y 2015, faltando la información del 2011, 2012 y 2013.

En cuanto a la notificación y ampliación del término para su entrega fue notificada de manera fundada y motivada.

Sentido del proyecto: se modifica la respuesta impugnada.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso también se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer la misma.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muy, muy sencillo. De acuerdo con el sentido del proyecto, pero para una mejor comprensión del proyecto mi sugerencia es que se incorpore en el resultando primero la modalidad en la cual se solicitó la entrega de la información. Nada más.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Atendido el asunto para que finalmente tengamos certeza de qué se está resolviendo.

Secretario Técnico, por favor pueda poner a consideración del Pleno este Recurso de Revisión 0722.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Señora Comisionada, señores comisionados, quienes estén a favor de que el sentido de la resolución del Recurso de Revisión con número de expediente RR.SIP.0722/2015 de la Delegación Venustiano Carranza sea modificar por las consideraciones y con los ajustes señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

Continuamos con el siguiente recurso, que es el 0726, también de la Delegación Venustiano Carranza.

Don Pepe Rico tiene el uso de la palabra.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Muchas gracias, señor Presidente, señora, señores comisionados, con su venia.

Expediente RR.SIP.0726/2015. Ente obligado: Delegación Venustiano Carranza.

Solicitud: los contratos de obra pública suscritos por la delegación en los ejercicios 2011, 2012, 2013 y 2014, incluyendo las respectivas adendas y anexos.

Respuesta: se anexa la relación de contratos y adendas, convenios correspondiente a los ejercicios presupuestales 2011, 2012, 2013 y 2014. Los anexos se componen del presupuesto detallado, programas de ejecución, acta de fallo, fianza de cumplimiento, base de licitación y bitácora para cada uno de los contratos que se enlistas.

Recurso de revisión: la parte recurrente se dolió debido a que el ente obligado se limita a entregarle una relación de los contratos y además convenios correspondientes a los ejercicios 2011, 2012, 2013 y 2014, no obstante en la respectiva solicitud no se pidió ninguna relación, sino claramente los contratos de obras públicas suscritos por la delegación en los ejercicios antes citados, incluyendo las respectivas adendas y anexos; por lo que violenta en su perjuicio el principio de legalidad, certeza jurídica, imparcialidad, información, celeridad, transparencia y máxima publicidad.

Consideraciones del proyecto: del análisis a las constancias que integran el expediente y de la normatividad aplicada se advierte que los requerimientos de la parte recurrente consisten en información pública de oficio, por lo tanto, el ente obligado debió de haberle entregado en la modalidad solicitada, es decir, correo electrónico gratuito, así como en consulta directa a petición del particular.

En tal virtud, el sentido del proyecto que se somete a su consideración es modificar la respuesta impugnada.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de revisión se lo han reservado, tanto el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava como el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.

Le cedo en primera instancia la palabra al Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava para que nos exponga su reserva.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias.

De acuerdo con el sentido que se presenta, sugiriendo la incorporación de los siguientes ajustes a fin de fortalecer el estudio, en atención a que lo solicitado se trata de información pública de oficio, es decir, contratos de obra pública suscritos por la delegación del año 2011 al 2014 a partir de la foja 13 del proyecto se menciona que la fracción que encuadra en este supuesto es la 17 del Artículo 14; sin embargo, este precepto refiere a los convenios institucionales celebrados por los entes obligados por lo que no aplica al caso concreto.

Por ello se debe corregir en la página mencionada, así como las diversas 18, 19, 22 a 29 que la fracción que prevé lo relativo a los contratos de obra pública es la 27 del Artículo 14, que establece la publicación de los resultados de adjudicación directa, invitación restringida y licitación de cualquier naturaleza, incluyendo el expediente y los respectivos contratos.

Asimismo, se propone incorporar que de la revisión realizada al portal de transparencia de la delegación se encontró en el apartado mencionado los contratos de obra pública celebrados por el ente obligado, publicados a través de su Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano y que contiene incluso el hipervínculo a los documentos solicitados. 

Ello con apego al criterio 2 de la fracción XXVII del Artículo 14 de los criterios de evaluación de la información de oficio de este Instituto que establece la categoría “obra pública” y que detalla la inclusión de los servicios contratados para ésta y que en los casos de que el ente obligado no tenga facultades para realizar obra pública, deberá incluir una leyenda donde lo especifique.

Por lo anterior se debe de ordenar al ente que entregue al particular los contratos de su interés en medio electrónico gratuito al tratarse de información pública de oficio.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Le cedo la voz al Comisionado Alejandro Torres Rogelio para que nos pueda exponer la reserva.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

También estoy de acuerdo con el sentido del proyecto y mi propuesta es incorporar en los resultandos la fecha en la que se tuvo por desahogada la prevención realizada por el ente y precisar también en la orden alguna situación, porque se dice que subsiste la consulta directa; sin embargo, para este momento las fechas otorgadas por el ente para realizar la consulta directa ya concluyeron, por lo que debe ordenarse que deberá señalar también nuevas fechas y horarios para la consulta directa.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- ¿Algún otro Comisionado o Comisionada?

Creo que es bastante claro, fortalecer el estudio sobre todo lo que tiene que ver con la información pública de oficio, que no es el 17 sino el 27, como nos lo dice el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava e incorporar todo el asunto del desahogo de la prevención, además de darle, precisamente, nuevas fechas para la consulta directa en el asunto.

Si es así, le pido a nuestro Secretario Técnico que ponga a consideración con los ajustes y las propuestas hechas, el 0726 de la Delegación Venustiano Carranza.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Gracias, señor Presidente, señora Comisionada, señores comisionados. Quienes estén a favor de que el sentido de la resolución del Recurso de Revisión con número de expediente RR.SIP.0726/2015 de la Delegación Venustiano Carranza sea de modificar por las consideraciones y con los ajustes señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Vamos al siguiente Recurso de Revisión que es el 0738 de Corporación Mexicana de Impresión.

Nuestro Director Jurídico tiene la voz para exponerlos el proyecto.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Muchas gracias, señor Presidente, señora y señores comisionados, con su venia.

Expediente RR.SIP.0738/2015. Ente obligado: Corporación Mexicana de Impresión, S. A. de C. V.

Solicitud: todas y cada una de las solicitudes de información pública presentadas al ente obligado del 2011 a la fecha, sólo requiero el folio y el requerimiento.

Respuesta: el ente proporcionó en PDF 41 fojas que contienen las 539 solicitudes de acceso a la información pública ingresadas en la oficina de información pública dentro del periodo requerido, de las cuales 130 solicitudes contienen datos personales, por lo cual, con fundamento en el Artículo 38 fracción I y IV de la ley de la materia fueron clasificadas como información restringida en su modalidad de confidencial por el Comité de Transparencia en su Segunda Sesión Extraordinaria otorgando una versión pública respecto de éstas últimas solicitudes.

Recurso de revisión: el recurrente se inconformó con la respuesta toda vez que es un listado testado y lo solicitado en considerado como información pública, pues los nombres de cualquier servidor público son públicos y los números de cédulas profesionales también.

Además, con los números de folio puedo localizar la información completa y sin testado alguno en el Sistema INFOMEX, dice el recurrente.

Consideraciones del proyecto: del estudio a la respuesta impugnada, así como de la revisión hecha, tanto al acta del Comité de Transparencia como a las 130 solicitudes clasificadas como información confidencial, se advirtió que no todos los elementos referidos como datos personales por el ente obligado guardan tal carácter, situación que a consideración de este Instituto no se apega a los principios de legalidad y certeza jurídica a los que deben de atender los entes obligados al emitir actos relacionados con el ejercicio del derecho de acceso a la información de los particulares, conforme lo establece el Artículo 2 de la ley de la materia.

En consecuencia, previa desclasificación de la información que incorrectamente fue reservada deberá someter nuevamente la información solicitada a consideración de su Comité de Transparencia para entregar una nueva versión pública, de conformidad con lo que establece el Artículo 50 de la ley de la materia.

En virtud de las consideraciones expuestas el único agravio se estima parcialmente fundado.

El sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de modificar la respuesta.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra para que pueda exponer la reserva.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- De acuerdo con el proyecto, solamente que en congruencia precisamente a la orden que se está dando, considero necesario que se pueda instruir a la Dirección de Tecnologías de Información del Instituto para que realice las gestiones necesarias con el fin de retirar del Sistema Electrónico INFOMEX la información relativa a los folios que encuadran en los casos denunciados en el inciso e), es decir, aquellas solicitudes que contienen nombres relacionados con datos con RFC, la CURP, domicilio, correo electrónico particular, fecha de nacimiento, tres formas particulares. Ello derivado del análisis que se realizó en el considerando cuarto de esta resolución.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Actualmente la Ley de Protección de Datos Personales establece, bueno, la Ley de Transparencia, bueno, se establece en las normatividades que los datos que están en una fuente pública son públicos por definición.

Entonces, ya hemos tenido esa circunstancia anteriormente porque evidentemente uno no puede controlar lo que los solicitantes escriben en el Sistema INFOMEX y a veces escriben datos personales, nombres de personas, las cédulas profesionales que son públicas pero tal vez el RFC, no sé, algunos otros pueden publicar y no está en manos de los institutos ni con Sistema INFOMEX actual ni con anterior ni con el que viene, el INFOMEX 3.0, no está en manos de los institutos de los órganos garantes y de los entes públicos el controlar, el censurar esa información, no existe esa alternativa actualmente y tal vez sea una de las cuestiones que tengamos que ver con el INAI para el nuevo Sistema INFOMEX 3.0 que vamos a hacer en esos casos porque es algo que siempre ha quedado en el aire, porque efectivamente si son datos que provienen de una fuente pública por definición son públicos y entonces además, como lo dice bien el solicitante, pues él puede acceder a esa información, puede meterse a INFOMEX a través del folio y ver cuál fue la pregunta y ver cuál fue la respuesta.

Porque estamos hablando de información pública, estamos hablando de que el INFOMEX te permite hacer solicitudes de información pública y obviamente ahí viene lo que solicita el requirente y lo que responde el ente público.

No es lo mismo con datos personales, a la mejor en una solicitud de acceso a datos personales o de rectificación o cancelación o todo lo que puede hacer lo hace a través del Sistema INFOMEX, bueno, eso sigue otro curso y ahí sí se tiene que identificar, tiene que ir a recoger la información personalmente, previa identificar, etcétera, etcétera.

Esa parte, digamos, está controlada pero no podemos evitar que existan datos personales en las solicitudes de información pública por lo menos en lo que respecta a la solicitud del requirente, no así siempre en las respuestas de los entes públicos.

Entonces, bueno, en ese sentido lo que yo considero es que no podemos ordenarle al ente público que lo someta al 50 porque me parece que no es congruente, si lo puede obtener a través de la fuente pública está 24 horas, los 365 días del año, pues qué caso tiene que pasen por Comité de Transparencia y que vuelvan a ser los testados que correspondan ya con una mejor clasificación porque parece que eso fue lo que se está observando, que no hubo una clasificación adecuada de lo que constituían datos personales.

Entonces, yo mi propuesta es, no sé, o sea, no podemos confirmar, podemos modificar pero cuál sería la orden, o sea, si se acepta mi criterio, si están de acuerdo con mi criterio cuál sería la orden, o sea, entrega la información tal y como está en el sistema.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Alejandro Torres Rogelio para que nos especifique cómo debió venir la orden.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Ciertamente, bueno, haciendo un comentario respecto de lo que ha argumentado el Comisionado Mondragón, hay que señalar en primer lugar que, bueno, en materia de protección de datos personales, finalmente el principio es la máxima protección, no, en transparencia es la máxima publicidad y este órgano es garante precisamente también de la protección de datos personales.

Es cierto que no podemos también estar checando todas las solicitudes de información que se están presentando para ver que el solicitante no cometa el error de estar revelando datos personales al momento de hacer su solicitud de información, es materialmente imposible hacer eso, lo sabemos.

Por ello es que mucho hemos insistido cuando hablamos en diversos foros, o por lo menos yo lo he hecho, en el autocuidado que la gente debe proteger sus datos personales, no estarlo dando así nada más, sino poner antes un criterio de protegerse, tanto ella como sus familiares, sus allegados, sus seres queridos.

Pero bueno, finalmente sabemos que esa cultura de protección de datos personales no prevalece, bueno, finalmente hay solicitudes en las que la gente pone ahí una serie de información que no por ello finalmente deja de haber la situación de la protección y dado que nosotros ya conocemos de esta circunstancia creo que el proyecto que se nos presenta es congruente precisamente para la protección de datos personales y es que se ordena finalmente pasar por el 50, tal como viene la orden. 

Y en congruencia y en consecuencia también de ello, es que creo que también la Dirección de Tecnologías de este Instituto a través del oficio que le brinde la Secretaría Técnica pueda finalmente proteger esos datos relativos con el inciso e) porque finalmente no dejan de ser datos personales.

Entonces, dado que ya conocemos no le podríamos ordenar que se meta a todas las solicitudes, que son más de 100 mil, tan sólo del año pasado, por ejemplo, para ver que no haya datos personales. 

Pero en este caso teniendo conocimiento de ello y dado que somos órganos garantes también de la protección de datos personales es que estamos dando una orden al ente en ese sentido de proteger información que debe ser clasificada y en congruencia, pero también en congruencia con ello nuestra actuación debe ser que de esa fuente pública, como bien señala el Comisionado Mondragón, se protejan también esos datos personales porque finalmente ahí hay una revelación, pues, de datos personales que si bien están suscritos en la solicitud no dejan de tener finalmente el carácter de datos que deben ser susceptibles de cuidarse.

Entonces, creo que también la Dirección de Tecnologías podría ayudarnos, precisamente, a que se testen esos datos, se cubran, se borren.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado…

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo sí pediría, tengo unas dudas y quisiera consultarlas con los comisionados, un receso, si me lo permiten.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Un receso de dos minutos, no más.

(RECESO)
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Levantamos el receso para ver, hasta donde entiendo no sé, Comisionado Alejandro Torres Rogelio, la posibilidad de que la orden, ¿qué vamos a ordenar? Que desclasifiquemos toda la información que el ente clasificó de manera inadecuada y sólo lo que tiene que ver, precisamente, con el inciso e) que son solicitudes que contienen nombres relacionados con datos como RFC, CURP, domicilio, correo electrónico particular, fecha de nacimiento, teléfonos particulares, pueda precisamente el ente hacer un proceso de clasificación que tendría que pasar, precisamente, por su Comité de Transparencia.

Creo que ahí hay consenso en el asunto de la, como viene la orden, ahí como viene el proyecto, que es un poco lo que someteríamos a votación y lo pregunto de manera explícita, el tema de tecnologías, o sea, ¿lo dejamos fuera? Pregunto explícitamente para que…

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Sí, podemos votar el proyecto sin problema, tal y como viene, tal y como yo también lo mencioné en su momento, no hay problema.

Consideraba yo que en congruencia con ello era necesario entonces dar un siguiente paso, pero ya no es una orden al ente, esto no tiene que ver con la orden que se le va a dar, sino es una acción de nosotros como Instituto, dado que advertimos que en estos folios hay información de carácter confidencial, datos personales, entonces nosotros tendríamos que emprender una acción, precisamente, para proteger los datos personales que están, de las personas que están ahí mencionadas en esos folios porque hemos tomado conocimiento de ello, no tenemos capacidad ni nada para meternos a los miles, decenas de miles de solicitudes para ver que la persona que está haciendo una solicitud no está ingresando indebidamente ahí datos personales propios o de terceros.

Pero en este caso hemos advertido ello y además está la consideración de que, bueno, finalmente nosotros somos administradores del Sistema INFOMEX, que es donde están los datos personales, qué va a ocurrir cuando una persona que vea que sus datos personales están ahí y no le gusta que estén ahí, solicite entonces a este Instituto que se quiten de ahí los datos personales. Si nosotros decimos que todo lo de INFOMEX es público, casi ya “lo caído caído”, va o no a proceder su derecho ARCO de esa persona o no.

Y además qué hacemos con la normatividad que nosotros hemos expedido, el InfoDF ha expedido y que tiene vigencia desde hace mucho tiempo respecto, por ejemplo, del SICRESI, que es el Sistema de Capturas y Registro Estadístico de Solicitudes de Información donde se pide expresamente a los entes quitar datos personales de las solicitudes que vean ahí cuando, porque ellos son el primer filtro de esas solicitudes, por eso nosotros les pedimos que ellos en ese momento, en cuanto advierten la presencia de datos personales los eliminen para poder tener en el INFOMEX versiones públicas.

Entonces, vamos con la orden sin problema, pero yo creo que queda pendiente y es muy importante que atendamos este asunto de los datos personales que están contenidos en el INFOMEX.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien.

¿Algún otro Comisionado o Comisionada?

Entonces, nada más para someter a consideración, básicamente quedaría como está el 0738, Corporación Mexicana, en donde estamos ordenando la desclasificación de la información y básicamente lo que tiene que ver con el inciso e) de esa información pueda el ente tomar medidas en ese sentido y nosotros no en el recurso sino de manera fuera haremos precisamente, como dice el Comisionado David Mondragón, en toda la normativa que viene pues los mecanismos suficientes para, sobre todo para permitir que los titulares de datos personales puedan ejercer otros derechos, como derechos ARCO y que podamos tener hasta medidas cautelares en casos específicos en el propio Sistema INFOMEX.

Me queda claro que el SICRESI nosotros pedimos porque es una solicitud que nosotros hacemos, que yo firmo en mis funciones de Presidente que no sabía qué era eso cuando llegué ahí, muchos documentos, es en funciones estadísticas, y como es un asunto estadístico, pues tenemos que disociar, precisamente, lo que haya de datos personales, porque lo que queremos básicamente es todo el mecanismo estadístico de información en términos de solicitud, pero es un tema que yo creo que vale la pena retomar para ver cómo vamos a fortalecer precisamente un tema de ejercicios en casos específicos que tengan que ver con Sistema INFOMEX y los sistemas INFOMEX además vengan.

Entonces, en ese sentido, nada más le pido al Secretario Técnico que pueda poner a consideración el Recurso 0738 con las consideraciones que vienen en el propio proyecto para que este Pleno tome su determinación.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Gracias, señor Presidente, señora Comisionada, señores comisionados. 

Quienes estén a favor de que el sentido de la resolución del Recurso de Revisión con número de expediente RR.SIP.0738/2015 de la Corporación Mexicana de Impresión, S. A. de C. V. con las consideraciones y con los ajustes señalados sea de modificar, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

Vamos al siguiente Recurso de Revisión, que es el 0741 del Instituto de Vivienda del Distrito Federal.

Tiene el uso de la palabra nuestro Director Jurídico.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Muchas gracias, señor Presidente, señora, señores comisionados, con su venia.

El expediente es el identificado con la clave RR.SIP.0741/2015. El ente obligado es el Instituto de Vivienda del Distrito Federal.

Solicitud: la particular requirió la declaración patrimonial del titular del ente obligado.

Respuesta: el ente obligado atiende el requerimiento de la particular manifestando no ser competente para dar respuesta al requerimiento de información y en consecuencia canalizó la solicitud de información al órgano que consideró competente y orientó a la solicitante de información proporcionando los datos de contacto del ente respectivo.

Recurso de revisión: la recurrente manifiesta que el titular del ente obligado es quien genera la información, la cual al ser entregada en la Contraloría General del Distrito Federal ésta la acusa de recibo, motivo por el cual considera que el ente obligado debe tener una copia del mismo.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado se pudo precisar que el ente no es competente para atender la solicitud de información y por el contrario el ente competente para hacerlo es la Contraloría General del Distrito Federal.

Asimismo, se observa que el ente obligado canaliza la solicitud al órgano competente y orienta a la solicitante de información proporcionando los datos de contacto del mismo, cumpliendo así con lo que regula para la actualización de dicha hipótesis el Artículo 47 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal en relación con el Artículo 42 de su Reglamento.

En tal virtud el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de confirmar la respuesta impugnada.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias.

Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado David Mondragón Centeno, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer el término de la misma.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, muchas gracias.

Es un caso muy similar, casi igual, diría yo, al de la Red de Transporte de Pasajeros que resolvimos la semana pasada, en el cual yo expresé un voto particular y me lo reservé simplemente para ser congruente con el voto particular. 

Así que, bueno, no va a haber mucha polémica, porque esa polémica y argumentos ya se dieron la semana pasada, pero yo me siento obligado a leer mis argumentos, que además ya traigo más sistematizados.

Entonces, bueno, estoy en contra de confirmar la respuesta del Instituto de Vivienda respecto de esta solicitud de la creación patrimonial de su titular por los siguientes argumentos:

Primero, todos los entes y organismos públicos tienen la obligación de facilitar y hacer eficiente el ejercicio del derecho de acceso a la información pública a través del cumplimiento de los objetivos que se establecen en la Ley de Transparencia y a Acceso a la Información Pública del DF, que en su Artículo 9, fracción I, establece lo siguiente: La presente ley tiene como objetivos proveer lo necesario para que toda persona pueda tener acceso a la información pública gubernamental mediante procedimientos sencillos, expeditos y gratuitos.

En ese sentido, la canalización a la Contraloría General del Distrito Federal de la solicitud de declaración patrimonial del titular del INVI, no beneficia el procedimiento sencillo y expedito, y, además, genera confusión a los ciudadanos, mismos que no pueden saber, conocer, el criterio que estamos aquí determinando. Y, por lo tanto, cada vez que requieran una declaración patrimonial, pues la van a dirigir al ente en donde labore el servidor público a que corresponde la declaración patrimonial.

Segundo, en su respuesta, el ente obligado argumenta que no genera, que no administra, detenta. Y respecto de ello es importante señalar que todos los servidores públicos de estructura al momento de realizar una declaración patrimonial capturan y al final obtienen una copia de la misma en formato electrónico y muchas veces impreso.

Por lo tanto, en este caso específico, quien genera la información y la detenta es, en este caso, el titular del INVI, la información que detentan los entes públicos, se conforma, además, de la información que detenta cada servidor público en lo individual, información que naturalmente tiene que ver con el desempeño de sus funciones y la declaración patrimonial, por supuesto, tiene que ver propiamente con el desempeño de sus funciones y el cumplimiento de sus obligaciones normativas.

Por lo tanto, se debe considerar que esa información de la declaración patrimonial la detenta el servidor público y también forma parte del archivo adherente donde labora. Por lo que se debe concluir que se trata de información que dicho ente debe entregar en lugar de canalizar la solicitud a la Contraloría General del Distrito Federal.

Tercer argumento, la declaración patrimonial contiene datos personales sobre los cuales ejercer la titularidad la persona que emite esta declaración patrimonial. Por ello, es ese servidor público quien ejerce la titularidad de estos datos personales y es quien debe consentir sobre el tipo de versión pública que decida entregar. 

Es decir, para hacer una versión pública de una declaración patrimonial, los servidores públicos deciden qué información quieren presentar o no, porque ahí están sus datos personales. Estos servidores públicos son los únicos titulares y, por lo tanto, tienen facultad de dar el consentimiento, tienen la facultad de decidir qué quieren que aparezca y qué no quieren que aparezca en la versión pública de su propia declaración patrimonial. 

En este mismo día, me comunicó la Contraloría que hay una solicitud para que yo entregue mi declaración patrimonial. Y evidentemente la Contraloría me está consultando, hago el aviso para todos los Comisionados del Instituto, me está consultando sobre qué datos quiere que yo publique. Esa obligación que tiene la Contraloría Interna de este Instituto, es la misma obligación que tiene la Contraloría General de consultar a los servidores públicos de la dependencia que sea para ver qué datos quieren que se publiquen.

Y, por lo tanto, aquí está la circunstancia, aparte insisto, de que el servidor público detenta, genera y detenta esa información, y por lo tanto, la debe de entregar, y que también está en los archivos del ente, aunque esté particularmente en la oficina de cada servidor público, porque obviamente no está en los archivos públicos del ente, pero sí forma parte de las obligaciones normativas. Y siempre hemos dicho que es parte de la normatividad, es información que debe estar a disposición. En este caso, no es así, porque son datos personales, pero insisto, es el servidor público el que debe de determinar.

Entonces, aparte de que la detenta y la genera, el asunto es que mandar a la Contraloría la solicitud implicaría que la Contraloría tiene que hacer la consulta al servidor público y esto no hace eficiente y expedito y eficaz el derecho de acceso a la información. Insisto, el ejemplo está aquí, yo ya estoy determinando qué quiero que se publique, qué no quiero que se publique. Y en un afán de máxima publicidad, pues obviamente voy a dar más información de la que he dado en anteriores declaraciones públicas, donde nos han pedido también ciertas cosas a todos.

Y con eso creo que también estoy privilegiando un principio de máxima publicidad y estoy expresando mi voluntad personal de hacer más público lo que constituye mi patrimonio. Y eso no se va a tener si es la Contraloría quien emite la respuesta directamente, porque el servidor público no va a tener la oportunidad de decir, aparte estaría en falta la Contraloría al titular de los datos públicos, porque aunque también viene en la Ley General ya la obligación de presentar una versión pública, es obligación de oficio de las declaraciones patrimoniales, que eso no está actualmente en ninguna ley del país, que yo conozca, tal vez la de Coahuila lo traiga, pero fuera de eso no hay ninguna ley en el país que traiga esta obligación.

Pero forma parte del Artículo 70 que ya vimos en un principio de esta sesión que es información que está, digamos, en ciernes o está en tránsito, pero como ahorita no existe la obligación legal, entonces, cómo la Contraloría va a poder determinar la entrega de esa información. Hay la voluntad política porque sabemos que el jefe de gobierno solicitó a todos su gabinete de que entregaran versión pública de sus declaraciones patrimoniales, que la elaboraran.

Pero no va a haber expedites y no se va a cumplir, y además, insisto, no hay nada en la ley que establezca que la Contraloría tiene atribuciones para entregar la información sobre esas declaraciones patrimoniales. Que lleve el registro, que dé seguimiento y que tenga muchas atribuciones legales según la Ley de Responsabilidades, está bien. Pero no tiene atribuciones legales para administrar y entregar, bueno, para administrar sí, pero no para entregar esa información cuando se solicita.

Con eso concluyo, nada más, porque sigo con la tos.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Bien, muchas gracias, Comisionado.

¿Algún otro Comisionado? Comisionada, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- A ver, yo también en un afán de presentar nuestro criterio y el por qué lo hemos sostenido así. Quisiera hacer una remembranza. Recordemos que la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, expedida en 1983, es la que rige en el Distrito Federal exclusivamente. ¿Por qué? Por virtud de un transitorio cuando se establece la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, que señala que hasta en tanto no se expida la Ley de Responsabilidades respectiva en los estados. 

Es el caso que el Distrito Federal o su respectiva Asamblea no cuenta con facultades para emitir una Ley de Responsabilidades. Esto requiere una modificación constitucional al Artículo 109 respectivo para que se faculte al órgano legislativo respectivo para que expida una Ley de Responsabilidades al respecto.

Por tanto, para el Distrito Federal sigue estando vigente la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. Ésta señala en el Artículo 79, porque ya señalamos que es obligación de los servidores públicos presentar una declaración patrimonial, señala en el Artículo 79 que la Secretaría que en este caso se equipara a la Contraloría o a las Contralorías Internas de los órganos judicial, del órgano legislativo y de los autónomos, establece que llevarán el registro y el seguimiento de la evaluación de situación patrimonial, son los que se encargan de generar los formatos, son los que se encargan de resguardar la información. 

Y es cierto, cuando se pide o se hace una solicitud, a quien se remite, porque es la encargada inclusive de generar las versiones públicas, se hace esto a las Contralorías respectivas. ¿Qué pasa con nosotros? Y por eso quisiera desestimar el argumento que da el Comisionado respecto de que aquí se nos pregunta. Aquí se nos pregunta porque aquí mismo está la Contraloría, aquí dentro está la Contraloría y aquí hay una conexión entre la Contraloría y los servidores públicos. Cosa que no sucede y no es tan fácil en otro tipo de dependencias, atendiendo en el caso del Ejecutivo, aquí hay una Contraloría central y hay una serie de dependencias que se encargan de tener una relación y que no se facilita estarle preguntando a cada servidor público.

Por eso, alguien que detenta y concentra la información es la Contraloría, de acuerdo con la ley, y por eso es quien debe generar las versiones públicas de esa información que por virtud de la ley, que acabo de decir, que es la vigente, debe por obligación legal generarla, para que a su vez el servidor público cumpla con la obligación. Y resguardarla y cumplir con las obligaciones tanto de transparencia, al dar versiones públicas, como de protección de datos al resguardar toda esa información que, efectivamente, es del servidor público, son datos confidenciales.

Entonces, ¿qué pasa? Que debe ser la Contraloría la que deba llevar a cabo todo esto. Me parece y ya lo reitero nuevamente lo dije la vez pasada, que abonaría en un futuro a que tal vez se pudiera proceder como sugiere el Comisionado Mondragón. 

Pero me parece que para entes como el nuestro que son de estructura pequeña, dicho con todo respeto, pero como dice el Comisionado Presidente, la casa es chica, pero el corazón es grande. En esos casos de estructura pequeña eso se facilitaría, pero hay que considerar que la mayoría de las dependencias sobre todo el gobierno central, son dependencias muy grandes y eso no se facilitaría para inclusive estar llevando a cabo el trámite de acceso a la información, que se le estuviera preguntando a cada servidor cómo quiere su versión.

De hecho, eso se hace cuando ya se hace la declaración misma, él mismo se manifiesta respecto de qué es lo que desea que se publicite, que para abonar, inclusive, no preclasificar, sino para que de antemano se sepa que su consentimiento que se dé a conocer.

Entonces, para ello traigo a colación el Artículo 79 y siguientes de la misma Ley de Responsabilidades que ya expliqué que es vigente para nosotros por las razones que acabo ya de precisar y no repetiré, y que además en los diversos transitorios establece que debe haber Contralorías Internas para los órganos que acabo de referir.

Entonces, por esas razones legales, así está todavía la ley. Veo complicado que se modifique próximamente. Entonces, tenemos que ceñirnos a esto en armonía con las leyes de transparencia y de protección de datos.

Gracias, es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, ya muy brevemente nada más precisar que mi opinión es que no se trata de entes chicos o entes grandes, porque en tratándose de datos personales, pues sean chicos o sean grandes, tienen que consultar, uno tiene que dar su consentimiento independientemente del tamaño que sea el ente porque son mis datos personales. 

Yo creo que sí, efectivamente, debemos de prever esta circunstancia en la próxima ley, realmente la mencionamos muy a menudo, pero es un área de oportunidad muy, muy grande para todo lo que hemos ido viendo que puede entrar ahí en confusión o en fricción algunas circunstancias.

Y creo que sí podemos establecer muy bien en la próxima ley y eso aliviaría, digamos, esta polémica mucho, la desaparecería, porque ya le daríamos atribución a la Contraloría General para que en este caso diera. Pero obviamente tendría que aprobarse por ley lo que se entiende por versión pública. Porque una versión pública depende de los deseos del titular de los datos. 

Entonces, tiene que haber una declaración, un tipo de declaración que incluya ciertos datos y que eso sea estandarizado para todos y que cuando uno realice la declaración patrimonial venga ahí como viene ahora, pero creo que viene nada más si uno quiere que sea pública o no sea pública la declaración como está. Pero no habla: ¿quiere usted que se entregue en versión pública? Y eso lo podrá uno decidir cuando ya uno conozca qué van a dar, o sea, cuál es el estándar de esa versión pública. 

Eso se puede solucionar creo que muy fácilmente y creo que ese sería el objetivo de esta institución para tener certeza jurídica en este aspecto y cumplir además ya con la obligación de ley que ya viene como información de oficio, ya no va a ser opcional, ya se tiene que entregar.

Incluso, creo que en ese sentido no sería necesaria preguntarle a los servidores públicos de estructura cuando realizan su declaración patrimonial si quieren o no quieren entregar versión pública, ya están obligados a entregar la versión pública. Solamente habría que acordar los legisladores qué elemento contiene una versión pública de una declaración patrimonial.

Yo terminaría con eso.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

¿Algún otro Comisionado o Comisionada? 

Entonces, entiendo que el sentido que nos propone el Comisionado David Mondragón es revocar para que entregue. Y el proyecto como se nos presenta es por confirmar el asunto.

Entonces, podría a consideración primero tal como se nos presenta el proyecto, que vendría por confirmar el asunto para después poner inmediatamente poner a consideración el tema de la propuesta hecha por el Comisionado David Mondragón Centeno. 

Entonces, quien esté a favor de que este Recurso 0741 Instituto de Vivienda del Distrito Federal, sea confirmar la respuesta del ente.

Sírvanse, por favor, manifestarlo.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Cuatro votos a favor.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. 

Y la propuesta precisamente para que sea revocar el asunto y el titular del Instituto de Vivienda del Distrito Federal entregue motu proprio su declaración patrimonial sírvanse, por favor, manifestarlo.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Un voto a favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Tiene pertinencia nuevamente el voto particular?

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí, si usted decide. Podemos anexar el voto particular del asunto. Pues, muy bien.

Continuamos con el siguiente Recurso de Revisión que es el 0766 de la Delegación Venustiano Carranza. 

Tiene la voz nuestro Director Jurídico para que nos pueda exponer el recurso.

C. JOSÉ RICO ESPINOSA.- Muchas gracias, señor Presidente. Señora y señores Comisionados, con su venia. 

El expediente es el identificado con la clave RR.SIP.0766/2015, ente obligado Delegación Venustiano Carranza. 

Solicitud: subprograma de prevención del delito de la delegación.

Respuesta: La Subdirección de Prevención del Delito y Servicios a la Comunidad no detenta, no genera, ni posee un subprograma de prevención del delito, motivo por el cual esta autoridad se encuentra imposibilitada en atender su petición.

Recurso de Revisión: el ente obligado mediante oficio DESP/SPDISC/063/2015 se niega a entregar la información solicitada argumentando falsamente que no la detenta, genera, ni posee. Con lo anterior violenta los principios de legalidad, certeza jurídica, imparcialidad, información, celeridad, veracidad, transparencia y máxima publicidad, así como lo dispuesto en los Artículos 2, 3, 4, fracciones III, IV, V, IX, XIII, Artículos 6, 8, 9, 26, 45, y 51 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, ya que se niega a entregar la información solicitada.

Consideraciones del proyecto: al rendir el informe de ley, el ente obligado manifestó que de acuerdo al Manual Administrativo de este órgano político administrativo, es la Dirección Ejecutiva de Seguridad Pública la encargada de instrumentar el programa de seguridad pública delegacional, así como los subprogramas de prevención del delito y seguridad pública de la delegación, estando este último en proceso de elaboración, lo cual contradice lo manifestado en la respuesta inicial en la que el ente obligado manifestó que no detenta, genera o posee el subprograma de prevención del delito solicitado, generando incertidumbre, faltando a los principios de legalidad, certeza jurídica y veracidad previstos en el Artículo 2 de la ley de la materia.

Por otro lado, el ente obligado solicitó se declarara la improcedencia y en consecuencia el sobreseimiento del recurso de revisión con fundamento en el Artículo 84, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal. La anterior solicitud fue desestimada al no haberse acreditado los extremos de este dispositivo normativo.

En tal virtud, el sentido del proyecto que se somete a su consideración es el de revocar la respuesta impugnada. 

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra para que nos pueda exponer la misma.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. 

Estoy de acuerdo con el sentido del proyecto que se nos presenta, revocar la respuesta, pero mi propuesta va encaminada a fortalecer el estudio del mismo proyecto de la siguiente manera:

Considerando importante incluir la revisión del programa delegacional 2012 – 2015, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 22 de octubre de 2013, como un indicio de la existencia de la información en el estado que solicita el recurrente. Y del cual se puede advertir, entre otras cosas, se señala como eje rector del gobierno delegacional la participación ciudadana en la prevención social del delito. 

También que en el propio programa de la delegación Venustiano Carranza se describe el subprograma Contacto Policía-Vecino y prevención del delito, el cual tiene como objetivo que el ciudadano adquiera contacto directo con la policía auxiliar delegacional y las diferentes instancias de gobierno encargadas de la seguridad y procuración de justicia.

Así, el ciudadano es quien propone las rutas y lugares donde se requiere mayor vigilancia, a su vez, se destaca que ha obtenido resultados como la reducción de hasta un 10 por ciento la incidencia delictiva en las colonias como Morelos y Merced Centro, mismas que presentaban cifras altas en la comisión de delitos.

Y también está el Subprograma Escuela Segura, Sendero Seguro que consiste en que mediante la participación de padres de familia, personal docente y elementos policiacos se conformen comisiones de seguridad escolar para proporcionar seguridad a los estudiantes en los diferentes niveles educativos en su traslado hogar                 —escuela— hogar.

Por lo que considero que es posible advertir que la delegación cuenta con un subprograma de prevención de delito de la delegación, así como diferentes subprogramas o acciones concretas relacionadas con la prevención del delito dentro de la demarcación y que es materia de interés de la solicitante y ahora recurrente.

Sería mi propuesta nada más.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- ¿Algún Comisionado al respecto?

Es que me queda duda. Básicamente lo que usted nos está proponiendo es que ante la evidencia no normativa, lo que establece el programa precisamente 2012-2015 de la delegación, existe un programa de prevención del delito, de contacto policial y con una serie de características, pero ese es, nada más mi pregunta, ese subprograma de prevención del delito de la delegación, porque un poco lo que la respuesta del ente, al principio es: no lo tengo y después lo que dice es lo estoy elaborando.

Entonces, ¿cuál es mi duda? Perdóneme, el asunto de que no vayamos a equiparar este subprograma de prevención del delito con lo que sí tenemos evidencia en el programa que es que tienen una serie de líneas de acción que tiene que ver con prevención del delito. Pero no sé si se puedan equiparar, sean lo mismo, por el pronunciamiento que hace el ente.

Claro, a mí me genera duda el tema y además porque le estamos diciendo que se lo entregue en el estado en el que se encuentra, es decir, en el proceso de elaboración. Nada más esas dudas, y, digamos, teniéndolas resueltas, vamos con el tema de que sí le pueda entregar algo que, me parece, que todas las delegaciones tienen o deberían de tener. Que hay ahí un tema, digamos, en debate pues que es el tema de prevención del delito.

Mi querido Comisionado, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Sí, yo lo que planteo es únicamente para fortalecer finalmente el estudio. Y creo que vale la pena señalar el programa delegacional 2012-2015, publicado justamente en la Gaceta, como mencioné, el 22 de octubre. Y en el cual se menciona una serie de cosas, tan sólo en la presentación, por ejemplo, me permito citar rápidamente, tercer párrafo, el programa delegacional 2012-2015 reconoce un mandato muy claro de la ciudadanía en el sentido de que todos nuestros esfuerzos, proyectos y líneas de acción se encaminen a fomentar el bien y el bienestar de los vecinos de Venustiano Carranza.

Luego dice que desde la toma de posesión como Jefe de Delegacional de Venustiano Carranza, mi visión se fincó en el eje rector participación ciudadana en la prevención social del delito, eje rector que hace de la corresponsabilidad el principal elemento de la acción gubernamental, pues así potenciamos la instrumentación de las políticas públicas. Y se trata en esencia de un gobierno cercano a la gente.

Y más adelante refiere, también en esta misma publicación, en cuanto a la materia de seguridad pública concreta, hace una serie de señalamientos ahí, como ha estado un poco el diagnóstico, digamos, para después pasar, porque así es como va justificando, a lo que es la misión ya del programa, dice: “asegurar un proceso”, bueno, más bien, lo que sería finalmente todo lo que va a ser el programa delegacional, a esa misión me refiero: “asegurar un proceso de participación ciudadana en la prevención social del delito a partir de hacer un gobierno cercano a la gente, estrategia establecida que permitirá un desarrollo sustentable en Venustiano Carranza, desde la ejecución de acciones conjuntas, inmediatas entre las autoridades y las diferentes sectores de la delegación con el propósito de resarcir el tejido social, restablecer la convivencia vecinal y establecer mecanismos de corresponsabilidad que fortalezcan la integración familiar, comunitaria y social, coadyuvando con ello a la prevención social del delito y a la disminución de los índices delictivos, propósito vinculado”, y esto es muy importante, con el Plan Nacional de Desarrollo 2013 -2018 y con el Programa General de Desarrollo del Distrito Federal 2013-2018.

Esto es importante porque también la propia delegación ha hecho público cómo es que preparaba diferentes etapas, por ejemplo, tengo aquí evidencia de un comunicado de la propia delegación, prepara la segunda etapa de implementación del Programa Nacional para la Prevención de la Violencia y la Delincuencia en la colonia Morelos, que este año tendrá un presupuesto de 6 millones 353 mil pesos. Este programa se implementa de manera conjunta con la Secretaría de Gobernación del Gobierno de la República, lo llevaremos por segundo año consecutivo. 

En fin, hay una serie de acciones, como lo dice aquí su propio programa delegacional en la sección de misión, como va una serie de estrategias, para hacer de la Delegación Venustiano Carranza, pues una delegación más segura y con acciones de prevención social de delito, en el cual puede inscribirse precisamente el subprograma de prevención del delito de la delegación, que es lo que le están solicitando.

Y, entonces, hay un señalamiento, por ejemplo, en esta publicación de Gaceta Oficial de compromisos de campaña, que no los leo todos porque sería demasiado, pero cómo se organiza, incluso, continúa con lo de su diagnóstico. Otras de las acciones es lo que mencioné de escuela segura y sendero seguro.

Entonces, creo que sí hay elementos para que la propia delegación pueda entregar finalmente lo que es el subprograma de prevención del delito de la demarcación, como se les está indicando y como se le ha requerido.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Básicamente lo que nos ha referido es para fortalecer el asunto del estudio. OK. Y mantener el tema de la orden, que básicamente ante la manifestación contundente del ente de que está en proceso de elaboración, pues nosotros le estamos pidiendo que pase por Comité de Transparencia y se vea allí las características que tiene, porque si no está totalmente elaborado, pues podría no tener certeza jurídica al entregarse la información al recurrente. Pero ya en el 50, pues que ahí funde y motive perfectamente el asunto de qué pasa con este programa, este subprograma de prevención del delito con estas características, haciendo énfasis en el asunto.

Le pido a nuestro Secretario Técnico que ponga a consideración este recurso de revisión.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Sí, gracias, señor Presidente. Señora Comisionada, señores Comisionados. 

Quienes estén a favor de que el sentido de la resolución del recurso de revisión con número de expediente RR.SIP.0766/2015 de la Delegación Venustiano Carranza sea en el sentido de revocar por las consideraciones y con los ajustes señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias. Hemos terminado los recursos de revisión reservados por algún integrante de este Pleno.

Vamos a los recursos de revisión en materia de acceso a información que no han tenido comentario. Le voy a pedir a nuestro Secretario Técnico que pueda, precisamente, ponerlos a consideración de este Pleno.

C. MARIANO FERNÁNDEZ DE JÁUREGUI Y RIVAS.- Sí, los siguientes recursos de revisión son todos ellos del año 2015.

Primero, RR.SIP.0727/2015 de la Delegación Venustiano Carranza y RR.SIP.0733/2015 de la Delegación Coyoacán con el sentido de revocar.

Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

El expediente RR.SIP.0715/2015 del Sistema de Transporte Colectivo y el RR.SIP.0735/2015 de la Autoridad del Espacio Público del Distrito Federal en el sentido de modificar.

Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo. 

Se aprueba por unanimidad.

El recurso RR.SIP.0919/2015 del Partido de la Revolución Democrática en el Distrito Federal en el sentido de modificar y que se dé vista por no rendir el informe de ley.

Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

Los recursos RR.SIP.0709/2015 de la Delegación Benito Juárez; RR.SIP.0713/2015 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal; RR.SIP.0730/2015 de la Delegación Iztapalapa y RR.SIP.0737/2015 de la Contraloría General del Distrito Federal, todos ellos en el sentido de confirmar.

Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

El recurso RR.SIP.0718/2015 del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal en el sentido de sobreseer por no consistir una solicitud de información, Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

EL recurso RR.SIP.0693/2015 y sus acumulados y el RR.SIP.0699/2015, en el sentido de modificar los recursos de revisión y 0694 y 0699, modificar los recursos de revisión en el 0693 y 0699, y sobreseer el recurso de revisión en el 0694 por haber quedado sin materia.

Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

Y por último, el recurso RR.SIP.0961/2015 del Sistema de Aguas de la Ciudad de México, en el sentido de que se ordena que atienda la solicitud de información y se da vista por haberse configurado la omisión de respuesta. Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad. Es todo, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Hemos terminado con los recursos revisión de esta sesión. Agradecemos mucho la presencia de don José Rico Espinosa, muchísimas gracias por su trabajo, su presencia, en esta tarde, por el acompañamiento al Pleno.

Y pues el último Orden del Día consiste en asuntos generales, no ha habido asuntos generales inscritos para esta sesión. 

Y al no haber otro asunto qué tratar y siendo las 15 horas con 28 minutos del 19 de agosto de 2015, se da por terminada la Vigésima Novena Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, agradeciendo a todos su presencia, su trabajo y nos vemos el próximo miércoles.

Muchísimas gracias, muy buenas tardes, buen provecho.
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